
 

 

 
 
 
Señor 
Juez de Tutela de la ciudad de Ibagué (Reparto) 
E. S. D. 
            
Asunto: Acción de tutela  
Accionante: Yisela González Claros  
Accionado: Juzgado 11 Civil Municipal de Ibagué hoy Juzgado Cuarto Transitorio 
de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Ibagué 
 
 
 
LUIS EDUARDO HERRERA CÁRDENAS, mayor y vecino de esta ciudad, 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, obrando como 
apoderado de la señora YISELA GONZALEZ CLAROS en los términos del poder 
conferido, comedidamente radico acción de tutela contra la providencia judicial 
dictada el 21 de octubre de 2021, por el Juez 11 Civil Municipal de Ibagué hoy 
Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples. 
 
 

GLOSARIO. 
 

1. Modificación y alteración del acta de audiencia.  
2. Hechos.  
3. Derechos fundamentales vulnerados.  
4. Vulneración del principio de congruencia.  
5. Falta de competencias para fallar ultra y extrapetita.  
6. Procedencia de la acción de tutela, requisitos generales y específicos 
7. Defecto factico y Defecto sustantivo.  
8. Peticiones 
9. Pruebas. 
10. Anexos. 
11. Declaración Juramentada. 
12. Notificaciones. 

 
1. MODIFICACIÓN Y ALTERACIÓN DEL ACTA DE AUDIENCIA. 

 
Antes de iniciar con la presentación y desarrollo del glosario dispuesto 
para argumentación de la presente acción de tutela, es menester resaltar y 
dejar en evidencia la MODIFICACIÓN Y ALTERACIÓN DEL ACTA DE 
AUDIENCIA que realizó el juzgado presidido por el doctor Jorge Girón Díaz.  
 
Es de vital importancia que, su señoría en el presente asunto analice, 
escuche, revise y COMPARE el audio de la audiencia, con el acta de 
audiencia, las cuales no coinciden en ninguno de los puntos resolutivos de la 
sentencia, incluso en la solicitud de aclaración que se realizo en la audiencia, 
tampoco coinciden.  
 
El acta de audiencia, es la transcripción y/o transliteración de los resuelto 
por el Juez en audiencia y en ningún caso, puede ser una sustitución de la 
audiencia oral, resumen, adición o modificación de los manifestado en 
audiencia.  
 
 
 



 

 

 
 
 
 
En relación con lo anterior, el artículo 107 del Código General del Proceso, 
establece de manera expresa, en su numeral 6 la prohibición de sustituir la 
audiencia oral con el escrito del acta de audiencia, toda vez que, vulnera 
los derechos fundamentales de los sujetos procesales, en el caso 
particular de la demandante, en la medida que el juez con la modificación 
de la mencionada acta de audiencia, pretende subsanar los yerros y las 
vulneraciones de los derechos fundamentales, que se esgriman en el 
presente caso.  
 
Por lo tanto, el Juez de instancia vulneró con la mencionada actuación, los 
derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad, a la seguridad 
jurídica y a la legalidad, en consecuencia, señor Juez de tutela deberá 
oficiar si bien lo considera a las entidades correspondientes, Consejo 
Superior de la Judicatura, Procuraduría General y Fiscalía General de la 
Nación, por la conducta antes desplegada.  

 
2. HECHOS.  

 
2.1. En calidad de apoderado judicial de la señora YISELA GONZALES 

CLAROS instauré demanda verbal de Mutuo disenso tácito, ante la 
jurisdicción civil. 
 

2.2. La demanda instaurada le correspondió por competencia al Juzgado 
accionado 11 Civil Municipal de Ibagué hoy Juzgado Cuarto Transitorio 
de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples. 

 
 

2.3. La demanda fue admitida por el mencionado Juzgado de acuerdo al 
procedimiento establecido en el C.G del Proceso.  
 

2.4. La demanda instaurada tenía como objetivo la declaración del Mutuo 
Disenso Tácito a la luz de lo consagrado por la Corte Suprema de Justicia 
a lo largo de los años en su reiterada jurisprudencia – la cual se esbozó 
en los fundamentos de derecho de la demanda instaurada.  

 
 

2.5. Las pretensiones de la demanda instaurada, perseguían lo siguiente:  
 

“Señor Juez, teniendo en cuenta los hechos aquí narrados, al no realizarse el 2 
de septiembre de 2015 el Contrato de Compraventa a través de la suscripción 
de la Escritura Pública, las partes dentro del Contrato de Promesa de 
Compraventa incumplieron simultánea y tácitamente sus obligaciones 
contractuales prometidas el 9 de septiembre de 2010, por esta razón y al 
presentarse un estancamiento contractual frente al no cumplimiento de las 
obligaciones consagradas en él, como ya quedó dicho, de forma muy especial y 
de manera respetuosa, le solicito señor Juez, si ha bien lo considera, acceder a 
las siguientes pretensiones:  
 
PRIMERA: Declarar el Mutuo Disenso Tácito entre la señora YISELA 
GONZÁLEZ CLAROS y los señores LUIS ALFONSO LÓPEZ BERNAL y LUZ 
MARINA ROJAS frente al Contrato de Promesa de Compraventa suscrito el 9 de 
septiembre de 2010. 
 



 

 

SEGUNDA: Ordenar la Terminación del Contrato de Promesa de Compraventa 
entre la señora YISELA GONZÁLEZ CLAROS y los señores LUIS ALFONSO 
LÓPEZ BERNAL y LUZ MARINA ROJAS suscrito el 9 de septiembre de 2010, 
como consecuencia del Mutuo Disenso Tácito. 
 
TERCERA: Decretar las Restituciones Mutuas, correspondientes a la restitución 
del bien inmueble - en el estado en que fue recibido-   por parte de los señores 
LUIS ALFONSO LÓPEZ BERNAL y LUZ MARINA ROJAS a la señora YISELA 
GONZÁLEZ CLAROS y, a su vez, por parte de esta última, la devolución de la 
suma de veinticuatro millones de pesos moneda corriente ($24.000.000 m/c) 
previas las debidas compensaciones e indexación a que hubiere lugar.  
 
CUARTA: Como consecuencia de la anterior, Ordenar las Restituciones Mutuas 
así:  
 

1. De parte de los señores LUIS ALFONSO LÓPEZ BERNAL Y LUZ 
MARINA ROJAS:  
- La restitución del bien inmueble, identificado con matrícula 

inmobiliaria No. 350-79647, ubicado en la ciudad de Ibagué, Casa 17, 
Manzana 39, Barrio Urbanización Ciudadela Simón Bolivar, II Etapa, 
a su legítima propietaria, la señora YISELA GONZALEZ CLAROS. 

- Un inventario del bien inmueble con la relación de los pagos 
realizados a la presente fecha correspondientes a los servicios 
públicos domiciliarios.  

- Los frutos civiles que han percibido los demandados desde el 
momento en el cual recibieron el inmueble por parte de la señora 
Yisela González Claros, esto es, desde el 4 de octubre de 2010, hasta 
la fecha en que se haga efectiva la restitución y entrega del inmueble 
ya mencionado, con base en la suma de TRESCIENTOS OCHENTA 
MIL PESOS MENSUALES MONEDA CORRIENTE ($ 380.000.00) 
percibidos a título de arrendamiento.  

 
2. De parte de la señora YISELA GONZÁLEZ CLAROS:  

 
- El reembolso de la suma de veinticuatro millones de pesos moneda 

corriente ($ 24.000.000. m/c con la indexación a la que hubiere lugar.  
 
QUINTA: Tomar todas las medidas conducentes a amparar y a salvaguardar los 
Derechos Fundamentales de la menor LUISA ALEJANDRA HERRERA 
GONZÁLEZ, previos los trámites del proceso legal correspondiente para declarar 
el Mutuo Disenso Tácito, con base en los siguientes:” 

 
2.6. De acuerdo a lo anterior, es claro a la luz de la demanda instaurada que 

el suscrito abogado pretendía la declaratoria del Mutuo Disenso Tácito, 
teniendo como base la normatividad desarrollada en los fundamentos de 
derecho de la demanda, en la cual se puede observar de manera clara y 
detallada como la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, 
aplican la figura del Mutuo Disenso Tácito, a los contratos que quedaron 
estancados en el tiempo por la manifestación tácita de las partes, es decir 
que, de manera tácita las partes contratantes con sus actuaciones 
incumplieron de manera tácita y simultanea las obligaciones establecidas 
en el contrato. 
 
Respecto de lo anterior, los órganos de cierre de la jurisdicción ordinaria 
y constitucional, establecen que el Mutuo Disenso Tácito, es una 
herramienta diferente a la resolución del contrato por incumplimiento y a 
la nulidad de contrato por un vicio en el consentimiento, en la medida que, 
lo que se castiga con el Mutuo Disenso Tácito, es que las partes nunca 
cumplieron con la totalidad de las obligaciones que se encontraban a su 
cargo. 



 

 

 
Lo anterior significa que, el Juez de conocimiento debe centrar el litigio en 
determinar si las partes cumplieron las obligaciones contractuales y, una 
vez determinado el incumplimiento, deberá declarar la terminación del 
contrato que quedó estancado.  

 
2.7. La parte demandada contestó la demanda instaurada, alegando las 

siguientes excepciones y solicitando las siguientes peticiones:  
 

• Prescripción y caducidad.  

• Inexistencia de los elementos esenciales del mutuo disenso tácito. 

• Improcedencia de la acción de nulidad.  

• Buena fe. 

• Excepción genérica. 
 

Peticiones:  
 
1. Del despacho intereso que no acoja ninguna de las pretensiones de la 

demanda y que acoja todas y cada una de las excepciones de fondo 
propuestas. 

2. Que en caso tal que se decrete el mutuo disenso tácito del contrato y 
por ende las restituciones mutuas, que se disponga por el despacho 
que la entrega del bien se realice cuando la señora Yisela González 
Claros se allane a cumplir con la restitución integra de las sumas 
debidas. 

3. Que consecuentemente se autorice que los señores Luis Alfonso 
López Bernal y Luz Marina Rojas, puedan ejercer el derecho de 
retención sobre el inmueble. 

4. Que en caso tal que se decrete el mutuo disenso tácito del contrato y 
por ende las restituciones mutuas, que se disponga por el despacho 
que la suma de dinero que deba restituírsele a los señores Luis 
Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, se haga de manera 
indexada.  

5. Que, de ser el caso, se cite a una diligencia de conciliación para llegar 
a un acuerdo de pago. 
 

De lo citado, se extrae que el apoderado de la demandada nunca solicitó 
que se decretará el cumplimiento de contrato, a contrario sensu, solicitó 
el incumplimiento de la demandante, como quiera que, en su criterio no 
se ajustan los requisitos de Mutuo Disenso Tácito.  
 
También, es menester resaltar que, el apoderado no solicitó el 
levantamiento del patrimonio de familia, en la medida que no peticionó y 
tampoco excepcionó solicitud alguna referente al cumplimiento del 
contrato. 

 
2.8. El 21 de octubre de 2021, el Juez 11 Civil Municipal de Ibagué hoy 

Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas Causas y Competencias 
Múltiples, realizó la audiencia correspondiente al artículo 372 y 373 del 
C.G.P.   
 

2.9. La sentencia proferida por el juzgado 11 Civil Municipal de Ibagué hoy 
Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas Causas y Competencias 
Múltiples, ocasionó las siguientes infracciones al ordenamiento jurídico: 
Primero: vulnera los derechos fundamentales de la señora YISELA 
GONZALEZ CLAROS. Segundo: Contraría la normatividad aplicable al 
caso concreto (mutuo disenso tácito.  



 

 

 
 

Tercero: Vulnera el principio constitucional y legal y procedimental de la 
congruencia establecido en el artículo 281 de C.G del P. y. Cuarto: 
Desconoció la normatividad jurisprudencial que regula el Mutuo Disenso 
Tácito. 
 
Las anteriores infracciones las expondré en los siguientes términos:  

 
2.9.1 Vulneración de los derechos fundamentales:  
 

• DEBIDO PROCESO: El ordenamiento jurídico colombiano se cimenta en 
principios generales del derecho, principios sustanciales y principios del 
proceso. En el caso concreto, con la sentencia proferida el 21 de octubre 
de 2021, se infringieron varios de estos principios, lo que conlleva a que el 
debido proceso establecido en el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia como derecho fundamental de vea vulnerado, en los siguientes 
términos:   

 

• En primer lugar, el Juez que profirió la sentencia atacada, confundió la 
figura jurídica del Mutuo Disenso Tácito con el Mutuo Acuerdo de las 
partes, destáquese en las grabaciones de la audiencia que el Juez Once 
Civil Municipal, en todo momento dirige la audiencia manifestando que las 
peticiones de la demanda se fundamentaron en un Mutuo Acuerdo, 
circunstancia que no es así, como se puede observar a lo largo del escrito 
de la demanda y en la oposición a la contestación de la demanda, la figura 
jurídica utilizada es el Mutuo Disenso Tácito, situación que claramente 
cambia el resuelve del caso concreto y que vulnera los derechos 
fundamentales de mi mandante, como quiera que, al aplicar una figura 
jurídica (Mutuo Disenso Tácito) a la luz de lo consagrado en la normatividad 
colombiana, se busca terminar un contrato que quedó estancado en el 
tiempo dada las actuaciones de las partes, quienes mutuamente de forma 
tácita incumplieron las obligaciones contractuales por ellas pactadas. 

 
Lo anterior significa que el juzgador de única instancia, debió centrar el 
debate del presente proceso, en el incumplimiento presentado por ambas 
el promitente comprador y el promitente vendedor y, consecuentemente, 
haber declarado la terminación del contrato a la luz de las actuaciones 
concomitantes y simultaneas de los contratantes.  
 
Al contrario sensu, el Juez centró su decisión en que el suscrito abogado 
había solicitado la declaratoria de la terminación del contrato en un 
supuesto MUTUO ACUERDO, como lo manifestó desde el inicio de la 
audiencia y en el resuelve de la sentencia, hecho que vulnera claramente 
los derechos fundamentales de mi mandante, en la medida que, aplicar 
otra figura jurídica diferente a la solicitada por las partes, desconoce el 
derecho al debido proceso, en la medida que, el Corte Suprema de 
Justicia estableció de manera clara y concreta que el mutuo disenso tácito, 
aplica cuando no se puede solicitar, la recisión del contrato, la resolución 
del contrato y tampoco el mutuo acuerdo de las partes.  
 
Por lo tanto, el Juez Once Civil Municipal, resuelve la situación 
desconociendo las normas aplicables al caso concreto, interpretando 
erróneamente y por ende, aplicando una figura jurídica que no fue 
solicitada por el suscrito. 

 
 



 

 

 
 
 
 

• En segundo lugar: El Juez Once Civil Municipal, con la sentencia de única 
instancia, desconoció, violentó y contravino, el PRINCIPIO DE LA 
CONGRUENCIA el cual rige el procedimiento de todo proceso civil, el cual 
reza: 

 
Artículo 281: CONGRUENCIA La sentencia deberá estar en 
consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la 
demanda y en las demás oportunidades que este código 
contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y 
hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 
 
No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por 
objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente 
a la invocada en esta. 
 
Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le 
reconocerá solamente lo último. (Negrillas y subrayado fuera de 
texto) 
 
Teniendo como base lo citado, y analizando la decisión judicial 
tomada por el Juez de instancia, encontramos que la sentencia 
judicial vulneró este principio del derecho, en la medida que, una 
vez revisadas las pretensiones de la demanda y excepciones de la 
contestación, las partes no solicitaron en ningún momento lo 
resuelto por el juzgador.  
 
Lo anterior significa que, la sentencia que dictó el juzgado 
declarando: 
 

1. Que la parte demandante cumpla el contrato.  
2. Que la parte demandante levante el patrimonio de familia constituido 

sobre el bien inmueble 
 
NO ES CONGRUENTE, con lo solicitado por las partes a lo largo 
del proceso.  
 
Cómo evidencia de lo anterior, el suscrito abogado le solicitó al 
señor Juez la aclaración de la mentada sentencia, con el favor de 
que indicará con base en que pretensión y/o en que excepción 
declara el cumplimiento, máxime que ambas partes, demandante 
y demandados estaban solicitando el incumplimiento del contrato.  
 
Lo anterior se puede evidenciar con la simple lectura de las 
pretensiones y de las excepciones y peticiones propuestas por las 
partes, con la resuelve de la sentencia.  
 
En conclusión, el señor Juez desconoció el principio de 
congruencia, toda vez que, dictó una sentencia, totalmente 
desajustada a lo pretendido por las partes intervinientes, 
otorgándose atribuciones ultra petita y extra petita que no le fueron 
atribuidas en la normatividad que regula el presente asunto.  
 
 



 

 

 
 
 

 

• En tercer lugar, con la decisión judicial el Juez de instancia desconoció el 
principio del derecho de JUSTICIA ROGADA, el cual tiene su fundamento 
y desarrollo constitucional en reiteradas providencias, como lo es, la 
sentencia Corte Constitucional, Sentencia C415 de 2012 p.21, en donde 
indica que el Juez conocedor de los asuntos puestos a su disposición en 
materia Civil, debe juzgar y resolver los asunto de conformidad con las 
pretensiones, excepciones y/o peticiones que formulen las partes, es decir, 
no puede juzgar de manera Ultra Petita y Extra Petita como lo autoriza la 
ley en asuntos laborales y/o de familia.  

 
Por lo tanto, la decisión judicial atacada con la presente acción de 
tutela, desconoce también el principio de JUSTICIA ROGADA y 
por ende, vulnera el derecho fundamental al debido proceso.  
 

• IGUALDAD: El presente derecho fundamental fue vulnerado por el 
Juzgador de instancia, en la medida que, al tomar su decisión judicial, 
desconoció el precedente y las decisiones tomadas por la Corte Suprema 
de Justicia, cuando en casos con identidad de hechos y de pretensiones 
declaró el Mutuo Disenso Tácito, es decir que, a la señora YISELA 
GONZALES no se le trato con igualdad, respecto a las personas que 
acudieron ante la administración de justicia en busca de la declaratoria de 
esta figura jurídica. 

 
Lo anterior tiene fundamento en que el Mutuo Disenso Tácito se 
presenta cuando hay un incumplimiento mutuo, correlativo y 
concomitante de las obligaciones contractuales, no obstante el 
caso concreto, el juzgador decidió utilizar el denominado por el 
como “Mutuo Acuerdo” confundiendo las dos figuras jurídicas y 
vulnerando los derechos de mi mandante.  
 
Adicionalmente, al no respetar el principio de legalidad y dictar una 
sentencia incongruente, violentó el derecho fundamental a la 
igualdad, como quiera que, la señora GONZALES, tiene derecho 
a que, su problema jurídico puesto a disposición de la justicia 
ordinaria, sea resuelto, conforme las normas, procedimiento y 
límites de los jueces existentes en el ordenamiento jurídico, y no 
con facultades ultra petita y extra petita, concediendo asuntos por 
fuera de lo reglamentado por las normas aplicables al caso 
concreto.  

 
2.9.2.  Contraría la normatividad aplicable al caso concreto (mutuo 
disenso tácito.  
 
Con lo narrado anteriormente, es evidente que el Juez de instancia con 
su decisión, está contrariando el ordenamiento jurídico colombiano, en la 
medida que, al momento de aplicar el derecho en el caso concreto, esta: 
 

• Violentando una prohibición expresa de no reemplazar las audiencias 
orales con el acta de audiencia.  

• Vulnera el debido proceso, en la medida que desconoce y confunde el 
mutuo disenso tácito con el mutuo acuerdo de las partes. 

 
 



 

 

 
 
 
 

• Desconoce, violenta e infringe el principio de congruencia, en la medida 
que resuelve un proceso, en el cual otorga derechos e impone condenas 
que no fueron solicitadas por ninguna de las partes intervinientes. 

• Violenta y desconoce los límites que ostenta los jueces de instancia en 
proceso civiles, en la medida que, falla de manera ultra petita y extra petita, 
concediendo a la parte demandada derechos y prerrogativas por fuera de 
lo excepcionado, es decir, decreta el cumplimiento del contrato y ordena el 
levantamiento del patrimonio de familia, cuando esas peticiones no habían 
sido solicitadas por la parte demandada, vulnerando el principio de justicia 
rogada.  

 
2.9.3.  Vulnerando el principio constitucional, legal y procedimental de la 
congruencia establecido en el artículo 281 de C.G del P.  
 
Como se desarrolló en los numerales anteriores, con el resuelve de la 
sentencia el Juez de Única Instancia, transgredió el principio de 
congruencia establecido en la normatividad aplicable al caso, toda vez 
que, resolvió asuntos diferentes a los pedidos por las partes procesales 
en sus escritos de pretensiones y excepciones.  
 
Para aclarar lo anterior, es menester resaltar lo siguiente:  
 

- El 11 Civil Municipal de Ibagué hoy Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas 
Causas y Competencias Múltiples, encontró supuestamente probado “de 
acuerdo a sus criterios”, que la parte demandante incumplió el contrato de 
promesa de compraventa, no obstante no quiso tener en cuenta lo siguiente:  

 
- El suscrito abogado en calidad de apoderado de la parte demandante, solicitó la 

declaratoria del mutuo disenso tácito.  
 

- El abogado de la parte demandada, solicitó en las excepciones propuesta en el 
escrito de excepciones, que se decretara que el incumplimiento del contrato por 
parte de la demandante, promitente vendedora y en consecuencia, que no se 
declarara la procedencia del mutuo disenso tácito.  

 
- Como se observa, ninguna de las partes intervinientes en el proceso, solicitó la 

declaratoria del cumplimiento del contrato, ni el levantamiento del 
patrimonio de familia, es decir, las dos partes solicitaron la declaratoria del 
incumplimiento del contrato.  

 
- No obstante lo anterior y a sabiendas de que en los escritos de demanda y 

contestación no se solicitó el cumplimiento del contrato, ni el levantamiento del 
patrimonio de familia. El juez civil de conocimiento decretó que la 
demandante cumpliera el contrato y levantara el patrimonio de familia, 
haciendo una interpretación ajena a sus facultades y otorgando derecho 
ultra y extra petita a los demandados, en la medida que, solo debía decretar 
el mutuo disenso tácito o en su defecto el incumplimiento del contrato.  

 
Esto significa que, en virtud del principio de congruencia el juez no podía 
dictar una sentencia por fuera del mutuo disenso tácito o del 
incumplimiento del contrato.  

 



 

 

Por lo tanto, hay una violación directa al principio de congruencia y 
consecuentemente, violación al derecho fundamental al debido proceso, 
igualdad, conforme a lo expuesto anteriormente. 

 
1.9.4. Desconociendo la normatividad jurisprudencial que regula el Mutuo 
Disenso Tácito, en los siguientes términos: 
 
Analizado y escuchado solamente el audio de la audiencia en la medida que 
el acta de audiencia fue modificada, se puede extraer y observar que, el 
Juez de conocimiento, confundió el MUTUO DISENTO TÁCITO y el MUTUO 
ACUERDO DE LAS PARTES.  
 
Respecto a lo anterior, es evidente que estas dos figuras jurídicas son 
diferentes y como se estableció en el escrito de demanda, las dos partes 
procesales involucradas en el proceso de la referencia, incumplieron de 
manera mutua, concomitante y simultáneamente, sus obligaciones 
contractuales, circunstancia que no fue observada por el Juez, en la medida 
que, en todo momento encaminó el proceso a hablar que no se presentaba 
un MUTUO ACUERDO, desconociendo así el principio de legalidad y el 
debido proceso establecido en le jurisprudencia que habla del MUTUO 
DISENSO TÁCITO.  
 
En conclusión, desconocer y confundir las pretensiones y los fundamentos 
de derecho, en los cuales se basa el presente proceso, vulnera los derechos 
fundamentales de las partes procesales, como quiera que, si el Juzgado 
tutelado hubiera aplicado la normativa aplicable al caso concreto, hubiera 
decretado el estancamiento del contrato y consecuentemente el 
incumplimiento correlativo y concomitante a la luz de la largas decisiones 
judiciales que se allegaron al plenario, tanto de la Corte Suprema de Justicia, 
como de la Corte Constitucional.  
 

2.10. A la fecha, el Juez de conocimiento, no ha protegido los derechos 
fundamentales vulnerados, y en cambio, agravó la situación remitiendo 
una acta de audiencia después de haber pasado tres semanas, 
modificada, con argumentaciones y considerandos que no resolvió en 
audiencia, basando su decisión en la vulneración al principio de 
congruencia, legalidad, debido procesos e igualdad.  
 

3. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS. 
 
En virtud de las actuaciones realizadas por el Juez 11 Civil Municipal de Ibagué hoy 
Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples, se 
encuentran probados, que en el presente asunto se vulneraron principios como, el 
de congruencia, legalidad y prohibiciones acerca de la modificación del acta de 
audiencia. Esto genera que, los derechos fundamentales violentados sean. EL 
DEBIDO PROCESO, LA IGUALDA, LA LEGALIDAD, en los siguientes términos:  

 

• DEBIDO PROCESO: El ordenamiento jurídico colombiano se cimenta en 
principios generales del derecho, principios sustanciales y principios del 
proceso. En el caso concreto en la sentencia dictada el 21 de octubre de 
2021, se vulneran varios principios que enunciaré a continuación y por 
ende se vulneró el principio procesal al debido proceso, como derecho 
fundamental. 
 
 
 

 



 

 

• En primer lugar, el mencionado Juez de instancia, confundió la figura 
jurídica del Mutuo Disenso Tácito con el Mutuo Acuerdo de las partes, 
destáquese en las grabaciones de la audiencia que el referido juez, en todo 
momento dirige la audiencia manifestando  que las peticiones de la 
demanda se fundamentaron en un Mutuo Acuerdo, circunstancia que no 
es así, como se puede observar a lo largo del escrito de la demanda y en 
la oposición a la contestación de la demanda, la figura jurídica utilizada es 
el Mutuo Disenso Tácito, situación que claramente cambia el resuelve del 
caso concreto y que vulnera los derecho fundamentales de mi mandante, 
Como quiera que, al aplicar una figura jurídica (Mutuo Disenso Tácito) a la 
luz de lo consagrado en la normatividad colombiana, se busca terminar un 
contrato que quedó estancado en el tiempo dada las actuaciones de las 
partes, quienes mutuamente de forma tacita incumplieron las obligaciones 
contractuales por ellas pactadas.  
 
Lo anterior significa que el, juzgador única instancia, debió centrar el 
debate del presente proceso, en el incumplimiento presentado por ambas 
partes y haber declarado la terminación del contrato a la luz de las 
actuaciones, concomitantes y simultaneas de las partes.  
 
Al contrario sensu, el Juez centró su decisión en que el suscrito abogado 
había solicitado la declaratoria de la terminación del contrato en un 
supuesto MUTUO ACUERDO, como lo manifestó desde el inicio de la 
audiencia y en el resuelve de la sentencia, hecho que vulnera claramente 
los derecho fundamentales de mi mandante, en la medida que, aplicar otra 
figura jurídica diferente a la solicitada por las partes, desconoce el 
derecho al debido proceso, en la medida que, el Corte Suprema de 
Justicia estableció de manera clara y concreta que el mutuo disenso tácito, 
aplica cuando no se puede solicitar, la recisión del contrato, la resolución 
del contrato y tampoco el mutuo acuerdo de las partes.  
 
Por lo tanto, el juez de instancia resuelve la situación desconociendo las 
normas aplicables al caso concreto, interpretando erróneamente y por 
ende, aplicando una figura jurídica que no fue solicitada por el suscrito. 

 

• En segundo lugar: El juez del caso concreto, con la sentencia de única 
instancia, desconoció, violentó y contravino, el principio procesal y general 
del proceso de la CONGRUENCIA, el cual reza: 

 
Artículo 281: CONGRUENCIA La sentencia deberá estar en 
consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la 
demanda y en las demás oportunidades que este código 
contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y 
hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 
 
No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por 
objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa diferente 
a la invocada en esta. 
 
Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le 
reconocerá solamente lo último. (Negrillas y subrayado fuera de 
texto) 
 
Teniendo como base lo citado, y analizando la decisión judicial 
tomada por el Juez de instancia, encontramos que la sentencia 
judicial vulneró este principio del derecho, en la medida que, una 
vez revisadas las pretensiones de la demanda y excepciones de la 



 

 

contestación, las partes no solicitaron en ningún momento lo 
resuelto por el juzgador.  
 
Lo anterior significa que, la sentencia que dictó el juzgado 
declarando  
 

4. Que la parte demandante cumpla el contrato.  
5. Que la parte demandante levante el patrimonio de familia constituido 

sobre el bien inmueble 
 
NO ES CONGRUENTE, con lo solicitado por las partes a lo largo 
del proceso.  
 
Cómo evidencia de lo anterior, el suscrito abogado le solicitó al 
señor Juez la aclaración de la mentada sentencia, con el favor de 
que indicará con base en que pretensión y/o en que excepción 
declara el cumplimiento, máxime que ambas partes, demandante 
y demandado estaban solicitando el incumplimiento del contrato.  
 
Lo anterior se puede evidenciar, con la simple lectura las 
pretensiones y de las excepciones y peticiones propuestas por las 
partes, con la resuelve de la sentencia.  
 
En conclusión, el señor Juez desconoció el principio de 
congruencias, toda vez que, dictó una sentencia, totalmente 
desajustada a los pretendido por las partes intervinientes, 
otorgándose atribuciones ultra petita y extra petita que no le fueron 
atribuidas en la normatividad que regula el presente asunto.  

 

• En tercer lugar, con la decisión judicial el Juez de instancia desconoció el 
principio del derecho de JUSTICIA ROGADA, el cual tiene su fundamento 
y desarrollo constitucional en reiteradas providencias, como lo es, la 
sentencia Corte Constitucional, Sentencia C415 de 2012 p.21, en donde 
indica que el Juez conocedor de los asuntos puestos a su disposición en 
materia Civil, debe juzgar y resolver los asunto de conformidad con las 
pretensiones, excepciones y/o peticiones que hagas las partes, es decir, 
no puede juzgar de manera Ultra Petita y Extra Petita. Como lo autoriza la 
ley en asuntos laborales y/o de familia.  

 
Por lo tanto, la decisión judicial atacada con la presente acción de 
tutela, desconoce también el principio de JUSTICIA ROGADA y 
por ende, vulnera el derecho fundamental al debido proceso.  
 

• IGUALDAD: El presente derecho fundamental fue vulnerado por el 
Juzgador de instancia, en la medida que, al tomar su decisión judicial, 
desconoció el precedente y las decisiones tomadas por la Corte Suprema 
de Justicia, cuando en casos con identidad de hechos y de pretensiones 
declaró el Mutuo Disenso Tácito, es decir que, a la señora YISELA 
GONZALES no se le trato con igualdad, respecto a las personas que 
demandaron a la administración de justicia en busca de la declaratoria de 
esta figura jurídica.  
 
Lo anterior tiene fundamento, en que el Mutuo Disenso Tácito se presenta 
cuando hay un incumplimiento mutuo, correlativo y concomitante de las 
obligaciones contractuales, no obstante el caso concreto, el juzgador  
 



 

 

decidió utilizar el denominado por el como “Mutuo Acuerdo” confundiendo 
las dos figuras jurídicas y vulnerando los derecho de mi mandante.  
 
Adicionalmente, al no respetar el principio de legalidad y dictar una 
sentencia incongruente, violentó el derecho fundamental a la igualdad, 
como quiera que, la señora GONZALES, tiene derecho a que, su problema 
jurídico puesto a disposición de los justicia ordinaria, sea juzgado, 
conforme las normas, procedimiento y límites de los jueces existentes en 
el ordenamiento jurídico, y no con facultades ultra petita y extra petita, 
concediendo asuntos por fuera de lo reglamentado por las normas 
aplicables al caso concreto.  
 

4 VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA. 
  
Como se desarrolló en los numerales anteriores, con el resuelve de la sentencia el 
Juez de Única Instancia, transgredió el principio de congruencia establecido en la  
 
normatividad aplicable al caso, toda vez que, resolvió asuntos diferentes a los 
pedidos por las partes procesales en sus escritos de pretensiones y excepciones.  

 
Para aclarar lo anterior, es menester resaltar lo siguiente:  

 
- El 11 Civil Municipal de Ibagué hoy Juzgado Cuarto Transitorio de Pequeñas 

Causas y Competencias Múltiples, encontró probado de acuerdo a sus criterios, 
que la parte demandante incumplió el contrato de promesa de compraventa. 

 
- El suscrito abogado en calidad de apoderado de la parte demandante, solicitó la 

declaratoria del mutuo disenso tácito.  
 

- El abogado de la parte demandada, solicitó en las excepciones que se decretara 
que el incumplimiento del contrato por parte de la demandante, promitente 
vendedora y en consecuencia, que no se declarara la procedencia del mutuo 
disenso tácito.  

 
- Como se observa, ninguna de las partes intervinientes en el proceso, solicitó la 

declaratoria del cumplimiento del contrato, ni el levantamiento del patrimonio de 
familia, es decir, las dos partes solicitaron la declaratoria del incumplimiento del 
contrato.  

 
- No obstante lo anterior y a sabiendas de que en los escritos de demanda y 

contestación no se solicitó el cumplimiento del contrato, ni el levantamiento del 
patrimonio de familia. El juez civil de conocimiento decretó que la 
demandante cumpliera el contrato y levantara el patrimonio de familia, 
haciendo una interpretación ajena a sus facultades y otorgando derecho 
ultra y extra petita a los demandados, en la medida que, solo debía decretar 
el mutuo disenso tácito o en su defecto el incumplimiento del contrato. 
Esto significa que, en virtud del principio de congruencia el juez no podía 
dictar una sentencia por fuera del mutuo disenso tácito o del 
incumplimiento del contrato.  

 
Por lo tanto, hay una violación directa al principio de congruencia y 
consecuentemente, violación al derecho fundamental al debido proceso, 
igualdad, conforme a lo expuesto anteriormente. 
 
 
 
 



 

 

 
 

 
5 FALTA DE COMPETENCIAS PARA FALLAR ULTRA Y EXTRAPETITA. 

 
Leído y escuchado el audio de la audiencia, se encuentra que el Juez Civil Municipal 
hoy de Pequeñas Causas, falló el asunto tutelado, concediendo derechos y 
condenando en obligaciones que no fueron solicitadas en los demanda y 
contestación de demanda. Al respecto hay que resaltar que el Juez Civil de 
conformidad con las facultades al el concedidas NO PUEDE FALLAR NI DEBE 
FALLAR sin respetar los límites de lo pedido por las partes, es decir, no puede fallar 
ultra y extrapetita, como si lo pueden hacer los Jueces de Familia y los Jueces 
Laborales.  
 
Adicional a lo anterior y, para gravedad del asunto, el Juez Once Civil Municipal, le 
ordenó de manera extra petita a la señor Yisela Gonzales levantar el patrimonio de 
familia del inmueble dentro de los 2 meses siguientes a la ejecutoria de la 
sentencia, sin percatarse y sin observar, que a la fecha aun la madre ostenta una 
hija menor de edad Luis Alejandra Herrera, la cual a la fecha solo tiene 10 años, es 
decir, vulnera y desconoce los derecho fundamentales de la menor, cuando de 
manera extra petita y ultra petita obliga a mi mandante a levantar el patrimonio, 
a sabiendas que es el único inmueble que protege la menor de edad.  
 
Por lo tanto, dictar un fallo por fuera de los solicitado por las partes, violenta, vulnera 
y extralimita las facultades que tiene el Juez Civil, máxime que en los deberes del 
Juez consagrados en el artículo 42 del Código General del Proceso, establecen que 
debe garantizar la igualdad de las partes, circunstancia que no se presenta en el 
asunto tutelado, como quiera que extralimitarse en las decisiones que se toman en 
un asunto civil, genera el desequilibrio, la desigualdad procesal y sustancial de los 
sujetos procesales.   

 
6 PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA, REQUISITOS 

GENERALES Y ESPECÍFICOS 
 
6.1. Relevancia constitucional:  
 
De lo narrado se concluye que, el presente asunto es de relevancia constitucional 
en la medida que, existe por parte del Juez 11 Civil Municipal hoy 4 Transitorio de 
Pequeñas Causas de Ibagué, Primero, un desconocimiento de los derechos 
fundamentales de mi mandante la señora Yisela Gonzales. Segundo, una 
vulneración a los principios de legalidad y congruencia. Tercero, violación a una 
prohibición de no modificar, sustituir o argumentar el audio de la audiencia, con la 
argumentación del escrito del acta de audiencia. Cuarto. Fallando de manera extra 
y ultra petita un asunto en donde no tenía estas facultades.  
 
En conclusión, la relevancia constitucional se predica en el presente asunto, del 
deber que tiene el juez de tutela de revisar un asunto judicial, en el cual se avizora 
y se evidencia, que un Juez Civil en el proceso de única instancia, vulneró los 
derechos fundamentales, principios y obligaciones procesales y sustanciales 
establecidos en el ordenamiento jurídico colombiano, con su decisión.  
 
6.1. Agostamiento de todos los medios ordinario y extraordinario de 

defensa judicial.  
 
 
 
 



 

 

 
 
 
Con base en el procedimiento establecido en el Código General del Proceso, para 
los asuntos de única instancia, los medios ordinarios y extraordinarios fueron 
agotados por el suscrito abogado, en la medida que, dentro de la audiencia, no 
proceden recursos para interponer contra la sentencia judicial.  
 
Es menester agregar, que el suscrito abogado en el trámite de la audiencia realizó 
una solicitud de aclaración al Juez, pidiendo la aclaración acerca de: 
 

1. ¿CON BASE EN CUAL PRETENSIÓN Y CUAL EXCEPCIÓN 
PROPUESTAS POR LAS PARTES, EL JUEZ ESTA DECRETANDO Y 
OBLIGANDO A CUMPLIR EL CONTRATO CELEBRADO? 

2. ¿CON BASE EN CUAL PRETENSIÓN Y CUAL EXCEPCIÓN 
PROPUESTAS POR LAS PARTES, EL JUEZ ESTA DECRETANDO Y 
OBLIGANDO A LEVANTAR EL PATRIMONIA DE FAMILIA? 

 
Las anteriores preguntas, no fueron contestadas por el Juez, reflejando lo expuesto 
a lo largo del presente escrito, que se vulneraron los derecho fundamentales de la 
señora Yisela y agotándose todos lo recursos y medios existentes para proteger los 
derechos fundamentales de mi mandante.  
 
 
6.2. Inmediatez. 

 
Del día en que ocurrieron los hechos 21 de octubre de 2021, es decir, a partir 
del fallo de única instancia y la presentación de la actual acción de tutela, 
solo ha transcurrido un mes, lo que genera que, el principio de inmediatez de 
la acción de tutela se cumple en el presente asunto.  
  

6.3. Irregularidad procesal, el cual tiene efecto decisivo y determinante en 
la sentencia que se impugna y afecta los derechos fundamentales de 
la señora Gonzales  

 
Como se ilustró en los acápites anteriores, el señor Juez de Pequeñas Casusas y 
Competencias Múltiples violentó dos principios procesales con la sentencia dictada 
el 21 de octubre de 2021, en los siguientes términos: 
 
- PRINCIPIO DE LEGALIDAD: El Juzgado accionado, modificó, sustituyó y 

argumentó el acta de audiencia, con relación al acta de audiencia, estas 
modificaciones violentan el artículo 107 numeral 6 del Código General del 
Proceso, en donde existe una prohibición expresa del legislador de no permitir 
sustituir las audiencias orales con documentos escritos, en este caso el acta de 
audiencia. 
 
Lo anterior trae como consecuencia, la vulneración del procedimiento 
establecido en el Código General del Proceso, en la medida que, la sustitución 
y/o argumentación hecha por el Juez, oculta parcialmente los yerros y las 
vulneraciones de derecho fundamentales cometidas por el juzgado, en 
consecuencia, se violenta el debido proceso, al infringir la prohibición legal 
establecida.   

 
- PRINCIPIO DE CONGRUENCIA: Como se explicó en lo numerales y párrafos 

que anteceden, el principio de congruencia exige lo siguiente:  
 
 



 

 

 
 
 
Artículo 281: La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las 
pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este 
código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren 
sido alegadas si así lo exige la ley. (Negrillas fuera de texto).  
 
En relación con lo anterior, el legislador fue claro y preciso al contemplar la 
congruencia en los procesos, especialmente en los procesos civiles, es decir, la 
congruencia no da lugar a que el Juez interprete, valore o sustraiga, 
consideraciones, peticiones, excepciones, obligaciones y derechos, que no 
fueron solicitados por las partes intervinientes en un proceso. 
 
Adicionalmente, en el Código General del Proceso se establecen los cosos 
particulares en los cuales, el Juez podrá tener facultades ultra y extra petita, 
excluyendo los procesos civiles, entre ellos el Mutuo Disenso Tácito.  
 
Respecto al caso concreto, se evidencia un desconocimiento y vulneración de 
este principio de CONGRUENCIA, en la medida que el Juez accionado, resolvió, 
decretó y ordenó el cumplimiento del contrato de promesa de compraventa, a 
sabiendas que el cumplimiento del contrato no fue solicitado por los abogados 
de las partes intervinientes en el proceso, tal y cómo se puede revisar y 
evidenciar en los escritos de demanda y contestación de demanda.  
 
Lo anterior indica que, el Juez de conocimiento debió dictar una sentencia 
CONGRUENTE con lo peticionado y, a la luz de lo solicitado, es por ello que, 
teniendo en cuenta que las partes solicitaron el decreto del INCUMPLIMIENTO 
DEL CONTRATO el Juez no debe, de acuerdo a lo expuesto, conceder unas 
pretensiones, excepciones y/o peticiones diferentes a las solicitadas, 
circunstancia que se puede observar y evidenciar, con la sola lectura de los 
escritos de demanda y contestación, confrontadas con el resuelve de la 
audiencia.   
 
En conclusión, el principio de la CONGRUENCIA que rige el debido proceso, fue 
transgredido por el Juzgado accionado, cuando en su sentencia concedió 
derechos e impuso obligaciones que no fueron solicitadas por las partes 
intervinientes en el proceso, afectando y transgrediendo el derecho fundamental 
al DEBIDO PROCESO.  

 
Por lo tanto, en el caso concreto de evidenciaron irregularidades procesales, que 
afectan y transgreden los derechos fundamentales de las partes, especialmente a 
mi mandante, en la medida que el Juez concedió por fuera de lo pedido.  
 
6.4. Que no se trate de una sentencia de tutela. 
 
Con la presente acción de tutela, se busca que se garanticen y se protejan los 
derechos fundamentales de mi mandante, dentro de un proceso civil, declarativo de 
mutuo disenso tácito, en consecuencia, se cumple el presente presupuesto, en la 
medida que se está atacando una sentencia dictada por un Juez Ordinario de Única 
Instancia.  
 
 
 
 
 
 



 

 

 
 
 
7. REQUISITOS ESPECIFIOS PARA LA PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN DE 

TUTELA, DEFECTO FACTICO Y DEFECTO SUSTANTIVO. 
 
 
7.1.  Vía de hecho, proceder arbitrario del Juez, grave vulneración de los 
derechos fundamentales.  
 
Como se observa a lo largo del presente escrito de tutela, el Juez de conocimiento 
infringió los derechos fundamentales planamente desarrollados en los acápites 
anteriores, lo que conlleva a que con su actuación se incurra en una vía de hecho, 
en la medida que, desconocer con el resuelve de una sentencia principios 
procesales como el de la congruencia y violar una prohibición legal modificar el 
acta de audiencia, conllevan a vulnerar el derecho fundamental al debido proceso.  
 
Adicionalmente, confundir las figuras jurídicas (MUTUO DISENSO TÁCITO) 
dispuestas por el legislador en el ordenamiento jurídico y desarrolladas por la Corte 
Suprema de Justicia y la Corte Constitucional es una vulneración al derecho 
fundamental del debido proceso y de igualdad, en la medida que, todos los casos 
en donde se ha establecido el incumplimiento correlativo y simultaneo de las 
obligaciones contractuales, se ha resuelto por declarar la prosperidad del Mutuo 
Disenso Tácito, prueba de ello, están las sentencias que se citan a continuación, 
las cuales el Juez accionado, desconoció y omitió el momento de su decisión.  
 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 7 de diciembre de 
1897. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 9 de junio de 1971. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 23 de septiembre 
1974. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 29 de noviembre de 
1978. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 21 de mayo de 1981. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 20 de septiembre de 
1978. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 5 de noviembre de 
1979. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 16 julio de 1985. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 7 de junio de 1989. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 8 de noviembre de 
1989. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 19 de octubre de 2000. 

• Honorable Corte Suprema de Justicia, sentencia del 25 de junio de 2018. 

• Tutela del 8 de diciembre de 2013, del 26 de febrero de 2.015 y del 23 de 
abril de 2.015. 

 
Por consiguiente, al enfrentarnos a una decisión donde se vulneraron los derechos 
fundamentales de las partes procesales, en especial los de la parte demandante 
dentro del proceso tutelado, hay un proceder arbitrario e injusto, con la aplicación 
de facultades ultra y extra petita que no ostenta el Juez Civil Municipal, concediendo 
derechos y facultades que no fueron solicitadas por las partes, incluso, ni en los 
alegatos de conclusión, las partes solicitaron los derechos y obligaciones que 
concedió el Juez en el trámite del proceso judicial adelantado.  
 
 



 

 

 
 
 
Por lo tanto, la presente tutela es procedente en la medida que el Juez debe ajustar 
su decisión judicial, dentro de los peticionado por las partes y no haciendo 
interpretaciones extensivas de la supuesta voluntad de las partes, cuando al tenor 
literal del procedimiento adelantado se puede observar que hay un incumplimiento 
y un estancamiento del contrato de promesa celebrado. 
 
7.1. Defecto procesal (Desconocimiento de principios procesales.  
 
El procedimiento instituido por el legislador en el Código General del Procesos, no 
solo consagra normas y etapas procesales, sino que también establece principios 
procesales que rigen cada instancia procesal.  
 
El principio de congruencia, como lo define la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado y la Corte Constitucional es: “un principio de congruencia se 
erige como una verdadera garantía del derecho fundamental al debido 
proceso a las partes en el proceso judicial, en el sentido que al juez de la causa 
solo le resulta permitido emitir pronunciamiento con base en lo pretendido, lo 
probado y lo excepcionado dentro del mismo, sin que sea dable dictar 
sentencias por fuera (extra) o por más (ultra) de lo pedido (petita), y en caso 
de omitir pronunciarse sobre solicitado como pretensión tiene el deber de 
explicar de forma clara las razones de tal omisión.” 
 
Conforme lo anterior, resulta claro que las parte cuentan con una GARANTIA 
procesal en todo momento cuando instauran una demanda en un proceso civil, 
administrativo, penal, etc, el cual es que el Juez, no podrá dictar una sentencia fuera 
de los peticionado y excepcionado por las partes, en la medida que vulnera el debido 
proceso instituido por el legislador.  
 
Frente al caso concreto, como se ha mencionado en varias oportunidades, el Juez 
de conocimiento ordenó a la demandante 1. CUMPLIR EL CONTRATO y 2 
LEVANTAR EL PATRIMONIO DE FAMILIA. A sabiendas que estas solicitudes no 
fueron incoadas por los apoderados de las partes dentro del proceso en sus escritos 
de demanda y/o excepciones, lo que significa que, el Juez debió ajustar y limitarse 
a lo peticionado por las partes, los cual fue: QUE DE DECRETE EL 
INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO por la parte demandante, que se decrete de 
manera simultanea y por la parte demandada, que se decrete solo en contra de la 
parte demandante.  
 
Esta situación se puede observar y visualizar con el solo estudio de los escritos de 
demanda y contestación de demanda o proposición de excepciones, contra el audio 
de la audiencia, en donde es claro que el Juez¸ falla un proceso de manera ultra y 
extra petita.  
 
Por lo tanto, existe el proceder de la presente acción de tutela, en la medida que se 
puede observar que existe la vulneración de derechos fundamentales en el caso 
concreto.  
 
7.2. Defecto factico: Inadecuada valoración probatoria, sobre los hechos 

puestos en consideración al despacho. 
 
Al existir en el presente caso un error y/o confusión del Juez de conocimiento, 
sobre la figura jurídica aplicable al caso concreto, (confusión del mutuo disenso  
 
 



 

 

 
 
 
tácito con el mutuo acuerdo de las partes) existe una inadecuada valoración 
probatoria en la medida que, a lo largo del proceso se puede evidencias que, el Juez 
de conocimiento en cada una de las etapas procesales, siempre buscó encontrar 
un Mutuo Acuerdo de las Partes, porque al confundir la figura del Mutuo Disenso 
Tácito, (VEASE LA AUDIENCIA INCIAL CUANDO LAS PARTES NO 
CONCURRIERON). Generó que se buscará un incumplimiento de las partes, 
presumiendo que la señora Yisela Gonzales López era la única que sabía que el 
inmueble tenia patrimonio de familia y que, al comunicárselo a sus hijos menores 
de edad, ya era suficiente para interpretar que la señora Yisela quería incumplir y 
no existir mutuo acuerdo.  
 
Al respecto de lo anterior, en el evento de existir una adecuada valoración 
probatoria, el Juez de conocimiento, no hubiera obligado a mi mandante a levantar 
del patrimonio de familia, en la medida que, aun hay un menor de edad a cargo de 
mi mandante, la cual a la fecha tiene 11 años, situación que hace que la solicitud se 
tenga que hacer ante el Juez de familia y que se deba llamar al padre de la menor, 
quien desde un principio de a opuesto a el levantamiento de patrimonio.  
 
Con razón a lo anterior, es que el abogado de los demandados no solicitó nunca el 
levantamiento del patrimonio de familia, si no que el Juez por su indebida 
apreciación y valoración de las pruebas, terminó resolviendo esta situación sin que 
se le haya solicitado y sin sustento legal para hacerlo.   
 
7.3. Defecto material y sustantivo (Error grosero y evidente con base en 

normas inexistentes. Desconocimiento de la jurisprudencia. Violación 
directa de la constitución. Derechos fundamentales.  

 
Con base en lo expuesto anteriormente, es evidente poner en descubierto el Error 
Grosero cometido por el Juez Municipal Transitorio de Pequeñas Causas, toda vez 
que con su decisión 1. Confundió figuras jurídicas. 2. Desconoció la 
jurisprudencia sobre el mutuo disenso tácito, 3 Vulneró los Derecho 
Fundamentales de la señora Gonzales. 
 
Por lo tanto, el defecto material y sustantiva, el desconocimiento jurisprudencias y 
la violación directa de la constitución, proceden en el caso concreto, lo cual genera 
que la decisión tomada por el Juez de Única Instancia deba ser revocada, como 
quiera que, se encuentra probada la concurrencia de los hechos que autorizan la 
procedencia de una acción de tutela contra providencias judiciales, a la luz de lo 
expuesto detalladamente e lo lago de la presente acción de tutela.  

 
8. PETICIONES 

 
8.1.  Tutelar los derechos fundamentales de la señora Yisela Gonzales Claros, al 

debido proceso, a la igualdad, y garantizar los principios procesales a la 
legalidad y a la congruencia, vulnerados por el Juez 11 Civil Municipal hoy 4 
Transitorio de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples.  

 
8.2. Ordenar al Juez de 11 Civil Municipal hoy 4 Transitorio de Pequeñas Causas 

y Competencias Múltiples, modificar la sentencia de única instancia, 
respetando y garantizando el principio de congruencia y el derecho 
fundamental al debido proceso, es decir, declarando la prosperidad del 
Mutuo Disenso Tácito o en el caso contrario, declarar el incumplimiento del  
 
 



 

 

 
 
 
contrato por parte de la demandante, condenar a pagar la cláusula penal y 
ordenar las restituciones mutuas.  
 

8.3. Garantizar y velar por los demás derechos fundamentales que su señoría 
encuentre probados dentro del proceso de la referencia.  
 

9. PRUEBAS. 
 
9.1. Escrito de demanda, radicado por el suscrito abogado en el proceso atacado.  
9.2. Contestación de demanda, proposición de excepciones previas presentadas 

por el demandado. 
9.3. Acta de audiencia modificada. 
9.4. Audio de la audiencia celebrada el 21 de octubre de 2021.  
9.5. Registro civil de nacimiento de la menor Luis Alejandra Herrera Gonzales.   
9.6. Comedidamente solicito oficio al Juzgado para que remita los audios de las 

audiencias adelantadas, en donde usted puede observar la confusión que 
ostenta el juez entre el mutuo acuerdo de las partes y el mutuo disenso tácito. 
Desde la primera audiencia el juez hace esa salvedad.  

 
10. ANEXOS. 

 
10.1. Poder para actuar.  
10.2. Lo relacionado en el acápite de pruebas.  

 
11. DECLARACIÓN JURADA 

 
Bajo la gravedad del juramento manifestamos que sobre los mismos hechos 
invocados en esta demanda no he interpuesto otra acción de tutela. 
 

12. NOTIFICACIONES 
 

Recibo notificaciones junto con mi mandante, en la Cra 5 No. 11-24 edificio Torre 
Empresarial, oficina 506, correo electrónico asesoriasjuridicashc@gmail.com 
celular 3105803117. 

 
 
 
 
 
Del Señor Juez,  

 
 
 
 
 

LUIS EDUARDO HERRERA CÁRDENAS. 
C.C. 1.110.556.143 de Ibagué. 
T.P. 303.061 del C.S. de la J. 
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Señores 
JUZGADO 11º CIVIL MUNICIPAL 
JUZGADO 4º PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE 
IBAGUE 
E.S.D. 
 
j11cmpaliba@cendoj.ramajudicial.gov.co 
asesoriasjuridicashc@gmail.com  
luzangi87@yahoo.com 
 
RADICACION: 73001418900420190094400 
REFERENCIA:  CONTESTACION DE LA DEMANDA  
PROCESO:  VERBAL 
DEMANDANTE: YISELA GONZALEZ CLARO 
DEMANDADOS: LUIS ALFONSO LOPEZ BERNAL 

   LUZ MARINA ROJAS 

 
 
MIGUEL ALEJANDRO BIGNOTTE FERNANDEZ, identificado como aparece al pie de mi 
firma, actuando a nombre y en representación de los señores LUIS ALFONSO LOPEZ 
BERNAL, quien se identifica con la C.C. No. 14.234.991 y LUZ MARINA ROJAS, quien se 
identifica con la C.C. No. 65.736.021 mayores de edad, por medio del presente escrito me 
permito formular ante su Despacho la presente CONTESTACION DE LA DEMANDA, 
interpuesta por la señora Yisela González Claro quien se identifica con la C.C. No. 28.551.431 
de Ibagué, por lo cual expongo lo siguiente:  
 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
1. Es cierto. 

 
2. Es cierto. 

 
3. Es cierto. 

 
4. Es cierto. 

 
5. Este hecho no me consta, por lo tanto, deberá ser demostrado con lo plasmado en el 

contrato de promesa de compraventa objeto de examen en el presente proceso. 
 

6. Este hecho no me consta, por lo tanto, deberá ser demostrado con lo plasmado en el 
contrato de promesa de compraventa objeto de examen en el presente proceso. 
 

7. Es cierto. 
 

8. Este hecho no me consta, por lo tanto, deberá ser demostrado durante la práctica de 
pruebas (verifica la fecha de entrega). 
 

9. Este hecho no me consta, por lo tanto el nacimiento de la señorita Luisa Alejandra 
Herrera González deberá ser demostrado mediante el medio probatorio idóneo; el 
resto de lo descrito en el hecho noveno de la demanda, no es una fijación fáctica, sino 
una consideración jurídica que por demás ya fue examinada ante el Juzgado 9º Civil 
Municipal de Ibagué, dentro del proceso radicado al número 
73001402200920150022000, donde por esta razón se pretendió la nulidad del 
contrato, sin embargo, mediante la sentencia que resolvió la Litis a favor de los 
demandados Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, este argumento fue 
desestimado, en tal sentido también se pronunció el Tribunal Superior de Ibagué 
mediante Sentencia de segunda instancia de 11 de julio de 2017, emitida dentro del 
proceso de Acción de Tutela radicado al número 73001310300420170011801, donde 
quedó más que claro no solo que el contrato de promesa de compraventa que hoy se 
disputa era plenamente válido y que no podía ser demandado por nulidad absoluta ni 
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relativa alguna sino que, con el mismo tampoco se quebrantaba el núcleo esencial de 
ningún derecho de la menor Luisa Alejandra Herrera González, algo que la 
demandante conoce hasta la saciedad, por haber tenido una participación activa en 
ambos procesos, por demás las pretensiones del proceso son de mutuo disenso tácito, 
lo que significa que para que esta institución proceda, el contrato tiene que ser 
perfecto. En todo caso la señora Yisela González Claro fue advertida que la cancelación 
del gravamen de “patrimonio de familia inembargable” era perfectamente viable en 
atención a lo normado por los Arts. 29 y 23 de la Ley 70 de 1931, en relación con la 
Ley 495 de 1999. 
 

10. Este hecho no es cierto por las siguientes razones: 1) los demandados, señores 
Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, si asistieron a suscribir el contrato de 
compraventa a la notaría acordada y en la fecha y hora plasmada por las partes en el 
contrato de promesa de compraventa, lo que no hicieron fue solicitarle a la notaría una 
constancia de que comparecieron a la fecha y hora prometida (cosa esta que tampoco 
solicitó la demandante, señora Yisela González Claro, quién si no asistió a la notaría sin 
dar explicaciones algunas); 2) Los demandados, señores Luis Alfonso López Bernal y 
Luz Marina Rojas, siempre estuvieron prestos a pagar el saldo del precio a la 
demandante, señora Yisela González Claro, siempre y cuando ella cumpliera con su 
obligación de cancelar el gravamen de “patrimonio de familia inembargable” que pesa 
sobre el inmueble objeto del contrato de promesa de compraventa, acto jurídico éste, 
que hasta la fecha, la demandante no ha demostrado que llevó a cabo. 
 

11. Es cierto. Este hecho debe ser fijado como cierto toda vez que es una confesión 
de la parte demandante. 
 

12. Este hecho no es cierto, toda vez que las obligaciones que le quedaban por 
cumplir a los demandados señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, 
quedaban condicionadas a que la demandante, señora Yisela González Claro, 
cumpliera con su obligación de cancelar el gravamen de “patrimonio de familia 
inembargable” que pesa sobre el inmueble objeto del contrato de promesa de 
compraventa, actuación que ni siquiera intentó, lo cual queda en evidencia toda vez 
que en ninguno de los procesos aportó como prueba providencia judicial alguna donde 
el órgano jurisdiccional le hubiera denegado una petición de levantamiento del 
gravamen de “patrimonio de familia inembargable”. 
 

13. No es cierto, en tanto si no se han surtido los efectos propios del contrato de 
promesa de compraventa suscrito por la señora Yisela González Claro en su condición 
de promitente vendedora y los señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas 
en su condición de promitentes compradores, ha sido única y exclusivamente porque 
la señora Yisela González Claro jamás se dignó a cancelar el gravamen de “patrimonio 
de familia inembargable” que pesa sobre el inmueble. De esta manera, sobra decir que 
los señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas siempre estuvieron prestos a 
pagar el saldo del precio que a todas luces es una suma írrita en relación con lo que ya 
pagaron. 
 

14. Es cierto y todas las pretensiones que mediante demanda el señor Luis Eduardo 
Herrera Lamprea trató de derivar sobre los hoy también demandados, señores Luis 
Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, fueron denegadas por el Juzgado 9º Civil 
Municipal de Ibagué, dentro del proceso radicado al número 
73001402200920150022000, razón por la cual este hecho no solo queda fijado por la 
confesión, sino que queda excluido del debate jurídico y probatorio por haber quedado 
bajo el manto de la cosa juzgada material. 
 

15. Este hecho es cierto y así debe quedar fijado como confesión de ambas partes. 
 

16. Este hecho no es cierto y evidentemente no es un hecho o descripción fáctica 
como tal, es una alegación o consideración del demandante, fuera de todo contexto. 
 
 



A LAS PRETENSIONES 
 

A la primera: Me opongo en tanto en el caso presente no se dan los elementos del mutuo 
disenso tácito toda vez que la única parte incumplida ha sido la parte demandante y 
promitente vendedora. 
 
A la segunda: Me opongo en tanto al no existir los elementos del mutuo disenso tácito, 
no se puede ordenar la terminación del contrato.  
 
A la tercera: Me opongo en tanto al no existir los elementos del mutuo disenso tácito, no 
se pueden hacer restituciones mutuas. 
 
A la cuarta: Me opongo en tanto al no existir los elementos del mutuo disenso tácito, no 
se pueden hacer restituciones mutuas. 
 
A la quinta: me opongo, en tanto el Tribunal Superior de Ibagué, mediante sentencia de 
Acción de Tutela, de 11 de julio de 2017, dentro del proceso radicado al 
73001310300420170011801, determinó que, con el contrato de promesa de compraventa, 
no se vulneraban los derechos de la menor Luisa Alejandra Herrera González, razón por la 
cual el contrato era perfecto. 

  
EXCEPCIONES DE FONDO 

 
1. Prescripción y caducidad. 

 
La Sección Segunda del Consejo de Estado mediante la Sentencia 
08001233100020100034001 (11752012), Oct. 13/16, aclaró la diferencia entre caducidad y 
prescripción al establecer que la Caducidad Constituye el fenómeno jurídico procesal por 
medio del cual se limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la 
jurisdicción con el fin de hacer efectivos o buscar la protección de sus derechos, lo que 
implica para quien pretenda demandar la obligación de hacerlo dentro del plazo fijado por la 
ley. (…) Por lo que no actuar dentro de este lapso le acarrea la pérdida de la posibilidad de 
accionar ante la jurisdicción. En tal virtud, la caducidad ocurre por la inactividad de quien 
tiene el deber de demandar dentro del término legal señalado para hacerlo. (…) Según la 
jurisprudencia precedente, se impone al interesado la obligación de emplearla 
oportunamente, so pena de que las situaciones adquieran firmeza y que se extinga la 
jurisdicción del juez de lo contencioso administrativo para estudiarlas. Ello justificado en la 
necesidad de obtener seguridad jurídica. (…); a su vez estableció sobre la Prescripción (…) 
Esta figura jurídica hace alusión directa a la pretensión, esto es al derecho y constituye el 
término específico para adquirirlo o extinguirlo. (…) Ello significa que es el fenómeno 
mediante el cual el ejercicio de un derecho se adquiere o se extingue con el solo transcurso 
del tiempo, de acuerdo con las condiciones descritas en las disposiciones que para cada 
situación se dicten, bien sea en materia adquisitiva o extintiva (…). 
 
El Art. 94. Del C.G.P. Ley 1564 de 2012 (y en el mismo sentido el Art. 90 del derogado 
C.P.C.) establece: “La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción 
e impide que se produzca la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el 
mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado 
a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante. Pasado este 
término, los mencionados efectos solo se producirán con la notificación al demandado. 
 
La parte demandante en el ordinal 15º de los hechos de la demanda confesó que la entrega 
del bien inmueble objeto del contrato de promesa de compraventa en estudio, se produjo el 
04 de octubre de 2010; en tal sentido, la parte demandante interpuso la demanda el 20 de 
noviembre de 2019 y en esa fecha quedó interrumpido el termino de prescripción de diez 
años para que operara el fenómeno de la prescripción extintiva sobre los derechos que 
pudiera detentar la demandante Yisela González Claro, posteriormente la parte activa realizó 
varias gestiones para notificar el Auto admisorio de la demanda, gestión que realizó al 
margen de la Ley; el 23 de abril de 2021, la parte demandada se personó dentro de la 
actuaciones interponiendo una solicitud de nulidad, y en esa fecha se entendió que la parte 



demandada quedó notificada por conducta concluyente según lo establecido en el Párrafo 3º 
del Art. 301 del C.G.P. que establece: “Cuando se decrete la nulidad por indebida notificación 
de una providencia, ésta se entenderá surtida por conducta concluyente el día en que se 
solicitó la nulidad, pero los términos de ejecutoria o traslado, según fuere el caso, solo 
empezarán a correr a partir del día siguiente al de la ejecutoria del auto que la decretó o de 
la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior”; como es evidente 
entre el 20 de noviembre de 2019 y 23 de abril de 2021 transcurrieron un año, cinco meses y 
tres días desde la interposición de la demanda hasta la notificación del auto admisorio de la 
misma, razón por la cual el término de prescripción que había quedado interrumpido con la 
presentación de la demanda no surtió los efectos normados por el Art. 94. Del C.G.P. Ley 
1564 de 2012 por lo cual el término de prescripción continuó corriendo y el mismo debe 
computarse desde el 04 de octubre de 2010 hasta el 23 de abril de 2021 habiendo 
transcurrido diez años, seis meses y diecinueve días, por ende en cabeza de la parte 
demandante ha operado la prescripción extintiva y debe considerarse que el límite de tiempo 
que tenía la señora Yisela González Claro para acceder a la jurisdicción con el fin de hacer 
efectivos o buscar la protección de sus derechos quedo extinto, por lo cual deberá decretarse 
la caducidad de la acción interpuesta.  
 
En la misma línea de análisis, el Art. 1° de la Ley 791 de 2002 estableció: “Redúzcase a diez 
(10) años el término de todos las prescripciones veintenarias, establecidas en el Código Civil, 
tales como la extraordinaria adquisitiva de dominio, la extintiva, la de petición de herencia, la 
de saneamiento de nulidades absolutas” y el Art. 2° de la Ley 791 de 2002 normó: Agréguese 
un inciso segundo al artículo 2513 del Código Civil, del siguiente tenor: "La prescripción tanto 
la adquisitiva como la extintiva, podrá invocarse por vía de acción o por vía de excepción, por 
el propio prescribiente, o por sus acreedores o cualquiera otra persona que tenga interés en 
que sea declarada, inclusive habiendo aquel renunciado a ella". 
 
Por la anterior razón en cabeza de los demandados, señores Luis Alfonso López Bernal y Luz 
Marina Rojas, ha operado el fenómeno de la prescripción extraordinaria adquisitiva de 
dominio, toda vez que al haber prescrito el derecho de la demandante y por ende caducado 
su derecho a ejercer cualquier acción frente a los demandados, debe entenderse que los 
señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, -a pesar de no ser necesario exhibir 
título alguno de posesión-, quedan amparados en el contrato de promesa de compraventa 
que suscribieron con la demandante y en la entrega material del inmueble que sin apremio 
alguno le hiciera la demandante el 04 de octubre de 2010, de la cual se desprende una 
posesión ininterrumpida hasta la fecha; aunque la norma presuma la buena fe, lo cierto es 
que la posesión de los demandados ha sido justamente de buena fe, porque han pagado casi 
la totalidad del precio del inmueble y si no han pagado el saldo ha sido por las razones que se 
explican en la excepción de “Improcedencia del mutuo disenso tácito” impetrada en este 
mismo escrito; los demandados son parte de un contrato de promesa de compraventa, por lo 
cual poseen un título que evidencia su posesión sobre el inmueble a título de dueños y no 
como meros tenedores, además de haber realizado mejoras al inmueble, haberlo explotado 
como bien confiesa la parte demandante, haberlo poseído sin violencia, sin interrupción, sin 
clandestinidad y por demás haberlo defendido con éxito en dos procesos judiciales contra la 
promitente vendedora y su esposo, por lo cual en cabeza de los demandados y a su favor 
opera la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio sobre el inmueble en disputa.  
 

2. Inexistencia de los elementos esenciales del mutuo disenso tácito. 
 
La institución del Mutuo Disenso, ha sido fundada como una forma de extinguir las 
obligaciones que nacen de un negocio jurídico bilateral ya sea de manera expresa o de forma 
tácita; de esta manera afirma Canosa (1995) que el mutuo disenso puede definirse como “la 
facultad que tienen las partes, establecida en la autonomía de la voluntad, de hacer cesar los 
efectos o, en general, dar por extinguido un contrato” (p. 91). Por su parte, Ortiz (2013) lo 
define como una “Convención entre las partes interesadas para poner fin al negocio que no 
se ha ejecutado. Puede ser expreso o tácito” (p. 150); el caso en litis se refiere a la expresión 
tácita del disenso, por ende, lo que debe demostrarse es que las partes contractuales han 
llevado a cabo supuestos fácticos mutuos, simultáneos y concomitantes, que han 
desembocado en el incumplimiento de las obligaciones de ambos contratantes involucrados y 
que estos incumplimientos por sobre todo, demuestran la voluntad autónoma de ambas 



partes, para que el contrato objeto de este proceso, no surta los efectos legales, aunque con 
toda perfección haya nacido a la vida jurídica. 
 
De esta manera, es un punto imprescindible que para que sea procedente el mutuo disenso, 
el contrato debe de ser “perfecto”, lo que significa que no puede adolecer de irregularidad 
alguna, algo en lo que las partes procesales están de acuerdo, no solo porque en sus escritos 
no se pronuncian en este sentido, sino porque la irregularidad del contrato fue cuestionada 
mediante la institución de la “nulidad” ante el Juzgado 9º Civil Municipal de Ibagué, dentro 
del proceso radicado al número 73001402200920150022000 y este órgano jurisdiccional 
mediante fallo, estableció que el contrato no podía acusarse de irregularidad alguna; 
consecuentemente si el contrato en examen goza de plena existencia y validez jurídica, 
entonces cuenta con una vigencia integra y fuerza vinculante, lo cual implica que las partes 
contratantes deben cumplir las prestaciones debidas en el tiempo, modo y lugar convenidos, 
sin que pueda ser desconocido arbitrariamente por ninguna de las partes vinculadas. En un 
segundo punto para que proceda el mutuo disenso tácito debe estar presente la 
concomitante autonomía de la voluntad privada de los contratantes, en exclusión de los 
mandatos legales que pueden dar por terminados los contratos o que pueden decretar que 
no surtan los efectos legales las obligaciones que las partes han previsto. 
 
Dentro de la normatividad colombiana, el mutuo disenso encuentra su regulación en el 
Código Civil, Art. 1° de la Ley 57 de 1887, Arts. 1602 y 1625, cuando establece: Art. 1602 
Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser 
invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales. y Art. 1625 Toda 
obligación puede extinguirse por una convención en que las partes interesadas, siendo 
capaces de disponer libremente de lo suyo, consientan en darla por nula. De esta manera los 
contratantes cuentan con la facultad para disolver un vínculo negocial y eludir la ejecución de 
las obligaciones siempre y cuando exista un consentimiento mutuo. 
 
Las obligaciones que la parte demandante apunta como mutuamente incumplidas y que 
según ella demuestran la voluntad autónoma y concomitante de ambas partes de buscar que 
el contrato no siga adelante y que no surta los efectos jurídicos deseados inicialmente son las 
siguientes: 1) Según el hecho 10º de la demanda, los demandados señores Luis Alfonso 
López Bernal y Luz Marina Rojas “…no suscribieron el contrato prometido…”; 2) Según 
el hecho 10º de la demanda, los demandados señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina 
Rojas “…no entregaron a la demandante el saldo restante para completar el saldo 
restante para completar el valor total del precio acordado, es decir la suma de UN 
MILLÓN QUINIENTOS MIL PESOS…”; 3) Según el hecho 10º de la demanda, los 
demandados señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas “…no acudieron a la 
Notaría 3ª del Circulo de Ibagué para suscribir el contrato de compraventa…” y 4) 
Según el hecho 12º de la demanda, la demandante, señora Yisela González Claro confiesa 
que: “…incumplió su obligación de levantamiento del patrimonio de familia 
inembargable…” (todo lo resaltado en negritas es copiado textualmente de la demanda) y 
sobre la base de estos supuestos incumplimientos es que la parte demandante pretende que 
el órgano jurisdiccional declare el mutuo disenso tácito del contrato. 
 
En este punto cabe resaltar que la parte demandante expuso el orden de las supuestas 
obligaciones incumplidas de manera inversa toda vez que, para que los demandados señores 
Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas pudieran haber acudido a la Notaría 3ª del 
Circulo de Ibagué para suscribir el contrato de compraventa y haber pagado el saldo restante 
del precio acordado, primero la demandante, señora Yisela González Claro debió haber 
cancelado el patrimonio de familia inembargable que pesa sobre el inmueble, por ser además 
el orden que las partes contractuales le dieron al negocio. 
 
El contrato en examen es un contrato de Promesa de Compraventa y por ende una de sus 
características es la bilateralidad, razón por la cual de este tipo de contrato se desprenden 
obligaciones “bilaterales puras” y “bilaterales sinalagmáticas” y para el caso concreto las 
partes pactaron también “obligaciones unilaterales” y “obligaciones condicionadas”, por ende, 
para que proceda el mutuo distracto contractual o contrarius consensus, ambas partes deben 
haber incumplido no solo las obligaciones bilaterales, sino aquellas que tengan la condición 
de sinalagmáticas o aquellas que condicionen el cumplimiento de otras, pero debieron 



incumplirlas con consentimiento mutuo de tal forma que estos consentimientos evidencian de 
ambas partes su desinterés por seguir adelante con el contrato.  
 
Hay “obligación bilateral” cuando las dos partes tienen, cada una, un deber de prestación 
respecto de la otra de tal manera que cada una es deudora de una prestación y acreedora de 
otra de forma correlativa de prestación y será bilateral perfecta cuando una prestación debida 
por una parte es causa de otra obligación de su contraparte, como sucede en el contrato 
objeto del proceso en que el pago del anticipo fue contraprestación de la entrega material del 
inmueble (ambas obligaciones cumplidas, por cierto).  
 
Dentro del contrato de promesa objetado, las partes también convinieron “obligaciones 
sinalagmáticas”, que no son más que obligaciones bilaterales perfectas que además de la 
reciprocidad, constan de una interdependencia, por lo cual para que se cumplan necesitan del 
cumplimiento concomitante de ambas partes (como sucede con la obligación de asistir las 
partes a la notaría el mismo día a la misma hora, supuestamente incumplidas por ambas 
partes según la teoría de la parte demandante). y como es costumbre en este tipo de 
contratos cuando existen gravámenes que pesan sobre el inmueble, las partes acuerdan el 
cumplimiento de “obligaciones unilaterales” a cargo de la parte promitente vendedora de 
liberar al inmueble de dichas cargas, de tal forma que se pueda materializar la futura 
perfección del contrato de compraventa y por ende la tradición del bien, en este caso la 
promitente vendedora detentó las obligaciones unilaterales de cancelar la hipoteca que 
pesaba sobre el bien y la de cancelar el patrimonio de familia inembargable que pesa sobre el 
inmueble, allanándose la demandante a cumplir la primera, más no así la segunda. 
Recordemos que una “obligación unilateral” es aquella en la que una de las partes queda 
forzada a realizar una prestación mientras que la otra no está obligada a realizar 
contraprestación alguna y es justamente de esta manera en el caso debatido, porque en 
ninguna de las cláusulas del contrato de promesa en examen se aprecia que por el 
cumplimiento de estas obligaciones por parte de la promitente vendedora, nazcan para la 
promitente compradora débitos y responsabilidades de obligación alguna.  
  
Siguiendo la línea de análisis del párrafo precedente entonces, si lo que se incumplió por la 
parte demandante es una obligación unilateral, aunque esta obligación se encuentre 
contenida dentro de un contrato bilateral, la parte demandante no puede alegar este 
incumplimiento como sustento del mutuo disenso tácito por dos razones: primero porque el 
mutuo disenso se basa en el incumplimiento de obligaciones bilaterales y segundo porque el 
demandante no puede alegar su propia culpa para a través de las pretensiones de la 
demanda, derivar un efecto jurídico en su beneficio y a cargo de la parte pasiva, lo cual 
queda establecido por el principio general del derecho nemo auditur propriam turpitudinem 
allegans, latinajo este que significa: “nadie puede alegar a su favor su propia torpeza o 
culpa”, sobre todo porque este principio es la antítesis de la bona fides (buena fe), de esta 
manera los efectos procesales de este principio general consisten en que ningún órgano 
jurisdiccional debe aceptar las pretensiones de una demanda cuando la parte activa pretenda 
ser escuchada y para ese propósito alegue a su favor su propia torpeza, por estar 
sustentadas sus pretensiones justamente en hechos que solo conducen a demostrar su 
deslealtad, dolo o culpa y de esta manera atenta contra la ley y las buenas costumbres que 
deben ser observadas en el tráfico jurídico, toda vez que conlleva a que quien ha actuado de 
manera correcta, sea quien deba soportar las consecuencias jurídicas de la omisión u acción 
de su contraparte. En tal sentido la Sentencia T-122/17 nos aclara “Una persona no es digna 
de ser oída ni menos pretender el reconocimiento de un bien jurídico a partir de su conducta 
reprochable. Para la Corte, nadie puede presentarse a la justicia para pedir la protección de 
los derechos bajo la conciencia de que su comportamiento no está conforme al derecho y los 
fines que persigue la misma norma. Este principio no tiene una formulación explícita en el 
ordenamiento jurídico. No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha hecho alusión a su 
naturaleza de regla general del derecho, al derivarse de la aplicación de la analogía iuris. Por 
ello, cuando el juez aplica dicha regla, se ha señalado que el mismo no hace otra cosa que 
actuar con fundamento en la legislación”. 
 
Como se ha descrito vide supra, existe en el contrato una obligación que además de ser 
unilateral, condiciona el cumplimiento de otras obligaciones, las “obligaciones condicionales” 
son aquellas que cuya eficacia depende de la realización de una condición, entendida como 



un evento o contingencia futura e incierta, de esta manera, la eficacia de la relación jurídica 
surtirá efectos dependiendo si se produce la condición o no, lo cual dará al traste con el 
nacimiento o la cesación de los efectos jurídicos de otras obligaciones; en resumen "consiste 
en someter a la contingencia de un hecho la existencia o la desaparición de los efectos de un 
negocio”. Como ya se explicó, en el contrato que se examina, existe una obligación unilateral 
a cargo de la promitente vendedora, hoy demandante, la señora Yisela González Claro, que 
consistió en la cancelación del patrimonio de familia inembargable que pesa sobre el 
inmueble objeto del contrato de promesa; esta obligación condicionó el cumplimiento de 
obligaciones posteriores, como fueron la de ambas partes asistir a la notaría para 
perfeccionar el contrato de compraventa mediante escritura pública (algo que ningún notario 
haría mientras no fuera cancelado el patrimonio de familia inembargable, porque con toda 
evidencia sería un contrato irregular e inexistente por nulidad, al estar el bien fuera del 
comercio) y condicionó además el pago del saldo, el cual se entregaría al momento de 
suscribir la escritura pública, lo cual impide que estas obligaciones -atribuibles en un caso a 
ambas partes y en otro caso solo a la parte demandada y promitente compradora-, hayan 
nacido aun a la vida jurídica y por ende puedan ser el sustento del ejercicio de la presente 
acción contenciosa. 
 
De esta manera para que se pueda afirmar la existencia de un mutuo disenso, deben estar 
presentes las siguientes características esenciales del mutuo distracto contractual: 
 

A) Que el negocio jurídico sea perfecto. 
 
En el negocio jurídico deben estar presentes todos sus elementos esenciales y naturales; los 
esenciales son los propios del negocio jurídico en particular, para el caso presente el precio y 
el bien inmueble prometido en venta y también los comunes a todo negocio, como lo es la 
declaración de voluntad (capacidad del sujeto, ser emitida sin vicios), el objeto, la causa y la 
forma, además de no adolecer de irregularidad alguna y como demuestran las pruebas 
aportadas, la naturaleza del proceso y la confesión de la parte demandante, el contrato es 
perfecto. 

B) Declaración de la voluntad.  
 
Los actos omisivos o negligentes de los contratantes respecto de las prestaciones a su cargo, 
deben ser de tal envergadura que conduzcan al órgano jurisdiccional a determinar que de la 
intención de las partes, razonablemente se deriva la voluntad tácita e inequívoca de no 
proseguir con el contrato previo y su intención conjunta de extinguir el vínculo negocial. 
Hasta la interposición de la demanda esa intención solo se puede demostrar inequívocamente 
de la parte demandante señora Yisela González Claro cuando en el ordinal 12º de los hechos 
de la demanda, confiesa que: “…incumplió su obligación de levantamiento del 
patrimonio de familia inembargable…”, la parte demandada integrada por los señores 
Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas niega haber incumplido obligación alguna y 
siempre fue su deseo llevar a feliz término el negocio, de la forma que fue pactado y si no lo 
hicieron fue justamente por el incumplimiento de la demandante.  
 

B) Concomitancia de los incumplimientos. 
 
Se debe determinar que el incumplimiento de ambas partes contratantes, sea o no 
concurrente, deban o no cumplirse las obligaciones de manera simultánea, sean o no 
ejecutables las obligaciones en épocas diferentes, se presenten conjuntamente en una misma 
relación contractual y que las partes a pesar de haber estado obligadas y en capacidad de 
cumplir unas obligaciones específicas, no se hayan allanado al cumplimiento 
independientemente si las obligaciones debieron ser cumplidas de manera simultánea o 
concomitante; como se puede apreciar en el caso en examen, los demandados no estaban en 
capacidad de acudir a la Notaría 3ª del Circulo de Ibagué para suscribir la escritura pública 
del contrato de compraventa de bien inmueble, si la demandante no cumplía con su 
obligación unilateral de cancelar el patrimonio de familia inembargable que pesa sobre el 
inmueble, para que el bien raíz regresara al comercio y así fuera posible perfeccionar el 
contrato de compraventa: por otra parte, estando condicionado también el pago del saldo del 
precio al levantamiento del patrimonio de familia inembargable, para los señores Luis Alfonso 
López Bernal y Luz Marina Rojas, aún no había nacido la obligación de realizar tal pago. 



 
C) Respeto de la necesidad de ser declarada judicialmente.  

 
Por principio general, en los contratos bilaterales el incumplimiento debe ser declarado 
judicialmente, por ende, existe la necesidad de acudir ante el órgano jurisdiccional para 
agotar los mecanismos procesales para que sea declarado el incumplimiento mutuo. 
 

D) Pretensiones alternativas:  
 
Quien acude ante el órgano jurisdiccional solicitando la disolución del contrato también está 
facultado para solicitar ya sea su cumplimiento o su resolución. 
 
Concluyendo el análisis de estas características, está claro que no están presentes las dos 
primeras, razones por la cual las pretensiones de la demanda deben ser desestimadas por 
causa de esta excepción propuesta, esencialmente porque la demandante únicamente está 
alegando su propia culpa contra los demandados y eso no puede darle piso jurídico, sobre 
todo si se entiende que el incumplimiento de la parte demandante está sustentado en una 
cláusula contractual que actúa como condición suspensiva y las condiciones de este tipo 
consolidan al negocio jurídico en vez de destruir su vigor, así, mientras no acaezca la 
condición, la parte demandada no solo no deberá cumplir con sus obligaciones invocadas por 
la demandante, sino que ni estará en condiciones de hacerlo, ni habrán nacido aun para ella 
ni el débito ni la responsabilidad como elementos esenciales de la obligación, por ende el 
negocio perdura, porque no hay voluntad tacita de los demandados para incumplir o 
resolverlo, sino para perfeccionar la compraventa, existiendo en este caso un solo contratante 
incumplido.  
 

3. Improcedencia de la acción de nulidad.  
 
A pesar que el Art. 1742 del C.C. establece que: “La nulidad absoluta puede y debe ser 
declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o 
contrato (…)”, el contrato de promesa de compraventa en estudio, ya fue sometido para esta 
valoración ante el Juzgado 9º Civil Municipal de Ibagué, dentro del proceso radicado al 
número 73001402200920150022000, donde por esta razón se pretendió la nulidad del 
contrato, sin embargo, mediante la sentencia que resolvió la Litis a favor de los demandados 
Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, este argumento fue desestimado, declarándose 
por el órgano jurisdiccional que el aludido contrato no adolecía de irregularidad alguna y que 
por ende era perfecto, a pesar de nacimiento de la menor Luisa Alejandra Herrera González 
con posterioridad a la perfección del contrato por las partes hoy en litis. 
  

4. Buena fe. 
 
En el caso presente Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, suscribieron el contrato 
con honestidad y lealtad hacia la señora Yisela González Claros con quien siempre estuvieron 
estados dispuestos a cumplir con lo que se han obligado y también han confiado en que ella 
cumpla con la palabra empeñada, sobre todo porque el contrato no resulta ruinoso para la 
promitente vendedora en tanto ya ha tenido un beneficio mediante el cual se ha respetando, 
leal y honestamente sus intereses.  
   

5. Excepción genérica. 
  
En atención a lo establecido en el Art. 282 del C.G.P. esta parte le solicita a la judicatura que 
en caso de que halle probados hechos que constituyan una excepción, consecuentemente la 
reconozca oficiosamente en la sentencia. 
  

 
JURAMENTO ESTIMATORIO 

 
El presente caso no precisa de juramento estimatorio, en tanto ninguna pretensión de la 
demanda desarrolló este punto. 
 



DERECHO DE RETENCION 
 
En atención a que en caso tal, el órgano jurisdiccional no acogiese ninguna de las 
excepciones de fondo y concediese las pretensiones de la demanda, teniendo en cuenta que 
deben hacerse restituciones mutuas y por ende a la parte demandada se le deberá restituir lo 
entregado a la parte demandante en calidad de precio, se solicita del despacho que le 
permita a los señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, retener el bien inmueble 
objeto del contrato de promesa de compraventa, así como todos su frutos, hasta tanto se 
compruebe a satisfacción el pago previo de todos los reembolsos, perjuicios, capital, 
intereses, mejoras e indemnizaciones, así como cualquier suma que se le deba indexada a la 
parte pasiva. 

PETICIONES 
 

1. Del despacho intereso que no acoja ninguna de las pretensiones de la demanda y que 
acoja todas y cada una de las excepciones de fondo propuestas.  

 
2. Que en caso tal que se decrete el mutuo disenso tácito del contrato y por ende las 

restituciones mutuas, que se disponga por el despacho que la entrega del bien se 
realice cuando la señora Yisela González Claros se allane a cumplir con la restitución 
integra de las sumas debidas. 
 

3. Que consecuentemente se autorice que los señores Luis Alfonso López Bernal y Luz 
Marina Rojas, puedan ejercer el derecho de retención sobre el inmueble. 
 

4. Que en caso tal que se decrete el mutuo disenso tácito del contrato y por ende las 
restituciones mutuas, que se disponga por el despacho que la suma de dinero que 
deba restituírsele a los señores Luis Alfonso López Bernal y Luz Marina Rojas, se haga 
de manera indexada. 
  

5. Que, de ser el caso, se cite a una diligencia de conciliación para llegar a un acuerdo de 
pago. 

PRUEBAS 
 
Ruego tener como prueba las siguientes: 
 

I. Documentales: 
 

1. Certificado de Libertad y tradición del inmueble identificado con la Matricula 
inmobiliaria 350-79647 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Ibagué, el cual de 
todas maneras ya obra dentro del proceso. 
 

2. Copia de la Escritura Pública 0299 de 22 de febrero de 2010 de la Notaría 3ª del 
Círculo de Ibagué. 
 

3. Copia del contrato de promesa de compraventa celebrado entre las partes (ya obra en 
el proceso). 

 
4. Sentencia segunda instancia de 11 de julio de 2017, emitida por el Tribunal Superior 

de Ibagué, dentro del proceso de Acción de Tutela radicado al número 
73001310300420170011801. 
 

5. Sentencia única instancia de 31 de julio de 2017, emitida por el Juzgado 9º Civil 
Municipal de Ibagué, dentro del proceso de nulidad radicado al número 730014022 
00920150022000. 

 
II. Testimonios: 

 
1. Señorita Luz Ángela López, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.110.466.829 

quien puede ser citada por nuestro intermedio, para que declare sobre el momento de 



la perfección del contrato, la posesión del inmueble, las mejoras y mayor valor del 
inmueble. 
 

Además de los temas específicos, los testigos declararán sobre cualquier otro tema de interés 
de la contestación. 
 

III. Interrogatorio de parte: 
 
Le pido fijar fecha y hora para la realización de la diligencia en que interrogaré 
personalmente a la señora Yisela González Claros. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Arts. del 1530 al 1532, 1534, 1536, 1537, 1539 al 1541, 1544 al 1546 del C.C. sobre las 
obligaciones y las condiciones invocadas; Arts. 1609 y 1625 del C.C. sobre la mora y el mutuo 
disenso tácito en los contratos bilaterales; Arts. 1º y 2° de la Ley 791 de 2002 y Arts. 2513 
del C.C. sobre La prescripción tanto la adquisitiva como la extintiva, para invocarse tanto por 
vía de acción o por vía de excepción; Art. 94. Del C.G.P. Ley 1564 de 2012 sobre la caducidad 
de la acción. 

NOTIFICACIONES 
 

 El suscrito las recibirá en Las recibirá en la secretaría del despacho o en la Mz. G, Casa 
13, Arkaniza 1, Ibagué; correo electrónico: mabf2011@yahoo.com, Whatsapp. 
3008325579. 

 
 El demandado Luis Alfonso López Bernal en la Mz. G, Casa 13, Arkaniza 1, Ibagué; 

correo electrónico: luzangi87@yahoo.com; Cel. 3178712861. 
 

 La demandada Luz Marina Rojas en la Mz. G, Casa 13, Arkaniza 1, Ibagué; correo 
electrónico: luzangi87@yahoo.com; Cel. 3183356946 

 

 La parte demandante en la dirección que aportó. 
 
 
Del Señor Juez, atentamente, 
  

 
MIGUEL ALEJANDRO BIGNOTTE FERNANDEZ   
T.P. No. 154.220 del C.S. de la J. 
C.E. No. 314.780 de Bogotá. 
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RADICACION:
PROCESO:
DEMANDANTE:
DEMANDADO:

73001 -41 -89-004-2019-00944-00. 
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Yisela Gonzalez Claras.
Luz Marina Rojas.
Luis Alfonso Lopez Bernal.
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ACTA DE AUDIENCIA 
DE INSTRUCCION Y JUZGAMIENTO 

ART. 372 - 373 DEL C.G.P

HICIERON PRESENCIA A LA AUDIENCIA:

DEMANDANTE: YISELA GONZALEZ CLAROS C.C. No. 28.551.431 de Ibague - Tolima.

APODERADO DEMANDANTE: LUIS EDUARDO HERRERA CARDENAS C.C. No. 
1.110.556.143 De Ibague y T.P. No. 303.081 Del C.S. de la J.

DEMANDADO: LUZ MARINA ROJAS C.C. No. 65.736.021. De Ibague - Tolima.

DEMANDADO: LUIS ALFONSO LOPEZ BERNAL C.C. No. 14.234.991

APODERADO DEMANDADO: MIGUEL ALEJANDRO BIGNOTTE FERNANDEZ C.E. No. 
314.780 De Bogota Y T.P. No. 154.220. Del C.S. de la J.

TESTIGO: LUZ ANGELA LOPEZ ROJAS C.C. No. 1.110.466.829.

Siendo la hora de las 9:00 am del dia 21 de octubre de 2021, el juez instala la 
audiencia, ordena su grabacion y le dio apertura, estando presente la parte 
demandante, sehora YISELA GONZALEZ CLAROS C.C. No. 28.551.431 de Ibague - 
Tolima, con su apoderado Doctor LUIS EDUARDO HERRERA CARDENAS C.C. No. 
1.1 10.447.239 de Ibague y T.P. No. 303.081 Del C.S. de la J. Por la parte demandada 
haciendo presencia en esta audiencia, el demandado, la sehora: LUZ MARINA 
ROJAS C.C. No. 65.736.021 de Ibague-Tolima. El tambien demandado el sehor LUIS 
ALFONSO LOPEZ BERNAL C.C. No. 14.234.991. Junto a su apoderado el MIGUEL 
ALEJANDRO BIGNOTTE FERNANDEZ C.E. No. 314.780 De Bogota Y T.P. No. 154.220. 
Del C.S. de la J., Junto a su testigo LUZ ANGELA LOPEZ ROJAS C.C. No. 1.1 10.466.829.
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ETAPA CONCILIATORIA.

Se ausculto la voluntad de las partes en aras de buscar una solucion pacifica a la 

solucion del conflicto jundico, donde las partes manifestaron no conciliar.

ETAPA PROBATORIA

• INTERROGATORIOS (3)

YISELA GONZALEZ CLAROS C.C. No. 28.551.431 de Ibague - Tolima. 

LUZ MARINA ROJAS C.C. No. 65.736.021. De Ibague - Tolima.

LUIS ALFONSO LOPEZ BERNAL C.C. No. 14.234.991.

• TESTIMONIOS (1)

LUZ ANGELA LOPEZ ROJAS C.C. No. 1.110.466.829.

Agotado el debate probatorio, se continua con los alegatos de conclusion, hicieron 
uso los sehores apoderados de las partes.

Antes de proferirse la sentencia que en derecho corresponda se miro los alcances 

constitucionales de haberse respetado el debido proceso al tenor del art. 29 de la 

C.P., especialmente en sus componentes en el derecho de defense y 

contradiccion; al igual que las legitimaciones tanto por activa como por pasiva de 

las partes.

Dado el trdmite sustancial y procesal en este proceso, desde el auto de admision 

se garantizo el derecho de defense y de contradiccion, ordenandose las 

notificaciones debidas, las cuales alcanzaron dentro de este proceso y ejercitaron 

el derecho de defense y de contradiccion tanto en la contestacion de la 

demanda, propuestas de las excepciones, la prdctica de pruebas, y 

efectivamente se practicaron las pruebas, se escucharon los alegatos de 

conclusion y se hizo la correspondiente valoracion jurldica probatoria.

En cuanto a las legitimaciones tanto activa como por pasiva provienen del 

respectivo contrato de promesa de compraventa suscrito por las partes de este 

proceso, para proferirse la respectiva sentencia que en derecho corresponda.
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El Juzgado Once Civil Municipal hoy Cuarto Transitorio de Pequehas Causas y 

Competencia Multiple Administrando Justicia, por autoridad de la ley y en nombre 

de la Republica,

RESUELVE:

PRIMERO: Con referencia a la excepcion de merito denominada prescripcion y 

caducidad, en la parte considerativa de esta sentencia se hizo el andlisis factico y 

jundico especialmente del contenido de la promesa de compraventa, 

concordante con los interrogatorios de parte, de donde la promesa esta 

supeditada a unos terminos, como el de respetarse los cinco (05) anos que por Ley 

regulan para las viviendas de interes social para los alcances de irse a vender el 

inmueble, y que fue pactado en una de las cldusulas de esa compraventa, se tuvo 

en cuenta para el andlisis desde la fecha de la promesa esperarse los 5 anos hasta 

la fecha de la escrituracion, toda vez que la promesa se suscribio para el 09 de 

septiembre de 2010, y se dejo a escrituracion para el 09 de septiembre de 2015, 

considerdndose que no alcanzaron los terminos para una prosperidad de la 

excepciones de una prescripcion o una caducidad de la excepciones respectiva.

SEGUNDO: Sobre la segunda excepcion denominada Inexistencia de los elementos 

esenciales del mutuo disenso tdcito, consider© el despacho en la parte 

considerativa que si el mutuo disenso ha sido fundado como una forma de extinguir 

las obligaciones que nacen de un negocio jundico bilateral, en donde la facultad 

que tienen las partes, en la autonomfa de la voluntad de hacer cesar los efectos 

y/o en general dar por extinguido el contrato, dentro de ese andlisis valorativo 

probatorio, segun lo acordado por las partes en la promesa de compraventa y lo 

exteriorizado por ellos en los interrogatorios de parte que no hubo ningun acuerdo 

de las partes para finiquitar o extinguir esa promesa de compraventa, o hacerla 

sus efectos. Toda vez que las obligaciones contenidas en la promesa de 

compraventa, les marcaba un hito obligacional a cada una de las partes, para el 

caso de la vendedora y para el comprador eran conscientes de que al finiquitar el 

contrato de promesa de compraventa tentan pleno conocimiento que sobre el 

inmueble pesaba una restriccion de venta por tener una razon social de ser una 

vivienda de interes social y que tenia que esperarse los 5 anos para poder vender 

o llevar a cabo la respectiva escritura; igualmente tenian pleno conocimiento que 

habia una hipoteca a favor del banco agrario y a cargo de la vendedora y que 

estaba por pagarse; igualmente eran conscientes que el bien estaba afectado por 

patrimonio de familia inembargable en razon de sus 3 hijos que se tenian para el 

momenta de suscribir la promesa.

cesar en

un
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Las partes eran conscientes de esa realidad jurfdica respecto al inmueble objeto de 

venta, 'pero esa voluntad de ellos fue la de llevar a cabo el negocio de la promesa 

de compraventa sabre ese inmueble, y de alii nacieron las clausulas u obligaciones 

de cada una de las partes, entre otras las obligaciones de la vendedora cancelar 

a pagar la hipoteca; levantar el patrimonio de familia inembargable y suscribir la 

correspondiente escritura pubica; y las de las compradores pagarla suma de 

$24,000,000 a la firma de la promesa, toda vez que el precio del negocio de la 

compraventa se acordo en $25,500,000, y las restantes $1.500.000 pagaderos par el 

comprador el dia de la escrituracion. La compradora fue consiente que para el dia 

de la firma de la promesa con los compradores ella expreso que no tenia ningun 

problema en levantar el patrimonio de familia inembargable, porque ya habia 

consultado con sus hijos y que ellos ya estaban en una edad de 16, 14 y 9 ahos.

For eso en sede de nulidad propuesta ante el Juzgado Noveno Civil Municipal de 

Ibague de esa promesa se considera que no habia lugar por cuanto el contrato 

estaba arreglado conforme a la Ley y especialmente conforme a la voluntad de las 

partes, y no se estaba infringiendo ningunas disposicion legal, se iba a pagar la 

hipoteca, se iba a levantar el patrimonio de familia y hecho lo anterior se iba a 

firmar la escritura y cancelarse lo restante, por ello considero dicho despacho que 

el contrato era perfecto a la luz de la Ley.

Entonces la deduccion valorativa probatoria es que no conduce a una prosperidad 

de las pretensiones de la demanda, en cuanto a un mutuo disenso tdcito sino, al no 

cumplimiento de una obligacion en especial por la parte vendedora en la promesa 

de compraventa, el no llevar a cabo el levantamiento de ese patrimonio de familia 

inembargable, razon para no poderse llevar a cabo la escrituracion para la fecha 

acordada en septiembre de 2015, porque sin levantarse el patrimonio el notario no 

iba a autorizar elevar a escritura publica esa correspondiente promesa. Donde se 

requiere para finiquitar ese negocio o contrato de esa promesa de compraventa 

es que a vendedora cumpla con la obligacion de levantar ese patrimonio de 

familia y las partes fijen la fecha para llevar a cabo la escritura publica y el dia de 

la firma de la escritura se cancele lo restante del precio de la venta o sea el 

$1,500,000, totalmente indexados a la fecha de la escrituracion, toda vez que el 

contrato de promesa de compra venta tiene toda la legalidad a la luz de la Ley por 

acuerdo de voluntades plasmado en ese negocio y que ese acuerdo esta 

cehido a la ley y no esta violando disposicion alguna.

ese

Las razones para declarar la procedencia de esa excepcion de merito de la 

inexistencia de los elementos esenciales del mutuo disenso tdcito, por encontrarse
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que no se cumplio con la obligacion principal por la vendedora de levantar el 

patrimonio de familia, ddndose un incumplimiento de esa obligacion y como se ha 

dicho que el contrato e valido a la luz de la ley, lo que se requiere es finiquitarlo con 

el cumplimiento especialmente de esa obligacion para cumplirse con las restantes 

demds obligaciones, esto es la escrituracion y el pago de lo que se debe por el 

comprador.

TERCERO: Como consecuencia de las anteriores decisiones, y estdndose frente a un 

contrato pertecto a la luz de la Ley, que no quebrante ninguna disposicion legal en 

ese acuerdo de voluntades, en esa promesa de compraventa, y para hacerle 

realidad de concretarse ese acuerdo de voluntades, a de ordenarse en esta 

sentencia a la parte vendedora el cumplimiento de la obligacion que adquirio en 

la promesa de levantar el respective patrimonio de familia inembargable para 

poder llevar a cabo la correspondiente escrituracion y pagarse lo restante del 

precio de la compra por los compradores, considerdndose darle un termino de 2 

meses a la compradora para llevar a cabo el cumplimiento de esa obligacion de 

levantar el patrimonio de familia y una vez levantado entre ellos se pongan de 

acuerdo en una fecha, hora y notaria para la respectiva firma de la escritura 

correspondiente y pagarse lo restante indexado por el comprador.

CUARTO: Tampoco hay lugar a la prosperidad de una prescripcion adquisitiva de 

dominio, en cuanto que se esta frente a un contrato de promesa de compraventa 

y esta supeditado a unos terminos y se esta reconociendo un derecho de dominio 

o propiedad en cabeza de la vendedora de la sehora Giselia Gonzalez Claro, para 

los alcances de una posesion como element© fundamental en una prescripcion 

adquisitiva y el tiempo o terminos que pueda ventilarse en una prescripcion 

adquisitiva son terminos propios de la naturaleza de ese contrato de promesa de 

compraventa, toda vez que tenia una razon de ser vivienda de interes social, 

estaba afectada por un patrimonio de familia entre otros, que fue lo que se analizo 

y valoro probatoriamente conforme a la misma promesa y a los mismos 

interrogatories de parte.

QUINTO: En cuanto a la solicitud de las costas solicitadas por la parte demandada 

en este proceso y teniendose en cuenta que no hubo la prosperidad de las 

pretensiones de la demanda en cuanto a los presupuestos de un mutuo disenso 

tdcito, sino un incumplimiento a una obligacion sine qua non por la vendedora de 

levantar el patrimonio de familia el tiempo que tuvo de la firma de la promesa 

hasta el dfa que se iba a firmer la escritura publica, que estaba plenamente 

demostrado que no levanto ese patrimonio y por tanto no se podia elevar a

no
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escritura publica esa promesa, razones para condenarse en costas a la parte 

demandante sehora Yisela Gonzalez Claras en razon de ese incumplimiento a esa 

obligacion en suma de $400,000 par agendas en derecho y a tavor de la parte 

demandada y en un termino de 08 dias hdbiles a partir de la ejecutoria de esta 

sentencia.

SEXTO: Se notifica en estrados a las partes y a sus senores apoderados de esta 

sentencia fechada 21 de octubre de 2021 siendo la hora de la 01:35 p.m.

Finalizada la emision de la sentencia coma el senor apoderado de la parte 

demandante solicito unas aclaraciones en las cuales se le dio las aclaraciones 

pertinentes y conducentes manifestado en esa misma sentencia, que es la que la 

Ley autoriza en sede de aclaracion, para no poderse repetir la misma que se habia 

dicho en la sentencia pero se hicieron las aclaraciones solicitadas, sabre el todo par 

que no era prospera las pretensiones de un mutuo disenso tdcito, porque no se 

probo sus presupuestos esgrimidos por el apoderado de la parte demandante 

tanto en los hechos como las pretensiones de la demanda y lo que si se encontro 

valorativamente y probatoriamente fue un incumplimiento sine qua non de una 

obligacion en cabeza de la vendedora que es una obligacion de no haber 

levantado el patrimonio de familia y que sin levantarse el patrimonio de familia no 

podia elevarse a escritura publica y cancelarse lo restante de la compra, esas 

fueron las aclaraciones pertinentes solicitadas y contestadas conforme con los 

alcanceles de la sentencia.

No siendo otro el motive de esta audiencia se por terminada a la hora de Ip 1:35

P.M. i

El Juez,

El secretario ad hoc.
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